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PRESENTACIÓN 
Colombia tiene las condiciones 
geológicas para participar en la 
carrera global por los minerales 
estratégicos. Tiene recursos, una 
posición geográfica privilegiada y 
una larga tradición minera. Lo que 
todavía no ha construido es el 
entorno institucional capaz de 
convertir ese potencial en inversión, 
producción y desarrollo. Tenemos 
un Estado que debe ofrecer certeza, 
seguridad jurídica, incentivos y 
capacidad de decisión, pero que con 
frecuencia produce incertidumbre, 
dispersión regulatoria y mayores 
costos para quienes quieren invertir 
y producir.  

Esa es una de las principales 
conclusiones del documento que el 
lector tiene en sus manos y una de 

las razones por las que el Instituto de 
Ciencia Política Hernán Echavarría 
Olózaga decidió publicarlo. 

Para el ICP, abordar los minerales 
estratégicos significa ocuparse de 
un problema que trasciende 
ampliamente al sector minero. 
Estamos ante una discusión sobre la 
capacidad de Colombia para tomar 
decisiones estratégicas de largo 
plazo, ofrecer reglas confiables a la 
inversión y definir el lugar que 
quiere ocupar en un escenario 
internacional en profunda 
transformación. El comercio global 
convive hoy con una competencia 
creciente por asegurar cadenas de 
suministro, reducir vulnerabilidades 
y garantizar el acceso a los recursos 
indispensables para la industria, la 
tecnología, la energía y la defensa. 
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Los minerales estratégicos están 
precisamente en el centro de esa 
transformación. En ellos convergen 
la política exterior, la seguridad 
nacional, la sostenibilidad fiscal, la 
inversión y la calidad de las 
instituciones. La pregunta 
fundamental para Colombia 
consiste entonces en determinar si 
contamos con las reglas, las 
capacidades estatales y la visión 
estratégica necesarias para 
aprovechar nuestros recursos y 
convertirlos en una fuente de 
prosperidad, seguridad y mayor 
inserción internacional. 

El diagnóstico que presenta 
Carolina Rojas Gómez muestra la 
magnitud del desafío. El Estado 
colombiano mantiene 
simultáneamente dos definiciones 
oficiales sobre cuáles minerales 
considera estratégicos, una de la 
Agencia Nacional de Minería y otra 
de la Unidad de Planeación Minero-
Energética, sin una instancia con 
capacidad efectiva para 
armonizarlas.  

Colombia tampoco aparece de 
manera individual en las tablas de 
producción ni de reservas del 
Mineral Commodity Summaries 
para los seis minerales que están 
adquiriendo una importancia 
creciente en la descarbonización y la 
digitalización. Al mismo tiempo, la 
participación estatal en la renta 
minera se acerca al setenta por 
ciento, la más alta de la región. La 

inversión extranjera directa en 
minería cayó cerca del 67,11% en 
2024 y volvió a desplomarse 
alrededor del 84,26% por en 2025. 

Estas cifras revelan un problema 
estructural. Durante más de una 
década Colombia ha declarado 
minerales estratégicos, pero todavía 
no ha construido las condiciones 
para que esa declaración se 
traduzca en exploración, inversión y 
proyectos productivos. La distancia 
entre el potencial geológico y 
nuestra capacidad para 
desarrollarlo sigue siendo 
demasiado grande. 

Las consecuencias empiezan a ser 
visibles también en el escenario 
internacional. En febrero de 2026, el 
Departamento de Estado de 
Estados Unidos convocó en 
Washington D.C. la primera 
Ministerial de Minerales Críticos. 
Participaron delegaciones de 
cincuenta y cuatro países, se 
firmaron once marcos bilaterales y 
se lanzó el Foro de Participación 
sobre Recursos y Geoestrategia. 
Argentina, Ecuador, Paraguay y 
Perú firmaron acuerdos. Bolivia y 
Brasil asistieron. Colombia estuvo 
ausente. 

Mientras otros países de la región 
comenzaban a tomar posición 
dentro de la nueva arquitectura 
internacional de los minerales 
críticos, Colombia permaneció por 
fuera de esa conversación. Esa 



Observatorio de Energía y Recursos Estratégicos – OERE  

8|  
 

ausencia refleja una dificultad más 
profunda. Para participar de manera 
relevante en estos espacios se 
necesita una posición de país, 
prioridades claramente definidas y 
una estrategia capaz de conectar 
nuestros recursos con nuestros 
intereses económicos, diplomáticos 
y de seguridad. 

El momento actual ofrece una 
oportunidad para corregir el rumbo. 
El inicio de un nuevo gobierno 
coincide con la apertura de una 
agenda bilateral que incorpora la 
exploración de inversiones en 
minerales críticos y con la invitación 
unánime de los miembros de la 
Agencia Internacional de Energía 
para que Colombia se convierta en 
su miembro número treinta y tres.  

Dos oportunidades importantes se 
abren al mismo tiempo. 
Aprovecharlas dependerá de la 
capacidad del país para llegar a esas 
conversaciones con prioridades 
claras, reglas confiables y proyectos 
que puedan convertirse 
efectivamente en inversión. 

Desde el Instituto consideramos 
que esa preparación comienza por 
construir instituciones que hagan 
posible el desarrollo de los recursos. 
Colombia necesita un estatuto 
minero y fiscal con vocación de 
permanencia, mecanismos 
efectivos de estabilidad jurídica y 
una carga tributaria competitiva 
frente a otros países con los que 

disputamos inversión. El capital 
requerido para explorar y desarrollar 
proyectos mineros se compromete 
durante décadas y, por esa razón, 
necesita reglas capaces de 
trascender los ciclos políticos de 
cuatro años. 

También necesitamos fortalecer las 
capacidades técnicas del Estado y 
construir una arquitectura 
institucional que coordine mejor las 
decisiones. Colombia tiene 
abundantes normas, entidades y 
procedimientos. El desafío está en 
conseguir que funcionen de manera 
coherente, que las competencias 
estén claramente delimitadas y que 
las decisiones puedan adoptarse 
dentro de plazos razonables.  

Un Estado eficiente es el que cuenta 
con mayor capacidad institucional 
para garantizar estabilidad y 
seguridad jurídica, proteger 
derechos de propiedad privada, 
generar incentivos fiscales, hacer 
cumplir las reglas y permitir que la 
iniciativa privada pueda 
desplegarse para aprovechar los 
recursos naturales de manera 
responsable y con criterios 
estratégicos, alejados de dogmas 
ideológicos.  

Esta capacidad institucional 
también es indispensable para 
enfrentar la dimensión criminal y de 
seguridad que rodea a los minerales 
estratégicos. Colombia necesita un 
entorno que permita desarrollar 
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proyectos formales, atraer inversión 
y ejercer un control efectivo sobre el 
territorio y los mercados. Cuando las 
reglas, los trámites y la 
incertidumbre dificultan la actividad 
legal, mientras el Estado carece de 
capacidad para contener la 
extracción ilícita, se crean 
condiciones que terminan 
favoreciendo economías criminales 
que financian a grupos armados 
ilegales y alimentan distintas formas 
de violencia organizada. 

El problema adquiere una 
dimensión geoeconómica cuando 
estas economías ilícitas involucran 
minerales estratégicos como el 
coltán. Su extracción y 
comercialización ilegal pueden 
conectarse con cadenas 
internacionales opacas de 
abastecimiento, en un mercado 
marcado por la creciente demanda 
de la industria tecnológica y por el 
peso de China en las cadenas 
globales de minerales críticos. Lo 
que ocurre en los territorios de 
extracción deja entonces de ser 
exclusivamente un problema de 
minería ilegal o de afectación 
ambiental. Se convierte también en 
un asunto de seguridad nacional 
que conecta control territorial, 
financiación de estructuras 
armadas, contrabando, lavado de 
activos y mercados internacionales. 

Por eso, la respuesta del Estado 
debe actuar sobre la cadena de valor 
criminal en su conjunto. Esto 

supone perseguir las estructuras 
financieras, logísticas y comerciales 
que hacen rentable la extracción 
ilícita, afectar sus redes de 
abastecimiento y comercialización y 
recuperar el control efectivo de los 
territorios donde operan. También 
exige reconocer que estas 
economías tienen implicaciones 
regionales y hemisféricas, 
especialmente cuando fortalecen 
organizaciones criminales 
transnacionales y se insertan en 
cadenas de suministro de recursos 
que han adquirido importancia 
estratégica para Colombia y para 
socios como Estados Unidos. 

Colombia necesita incorporar 
criterios geopolíticos en la selección 
de sus socios estratégicos. La 
apertura a la inversión debe ir 
acompañada de mecanismos de 
escrutinio capaces de evaluar el 
origen, los incentivos y las 
implicaciones de determinados 
capitales cuando están involucrados 
recursos esenciales para la 
infraestructura crítica, la energía, las 
telecomunicaciones o la defensa. La 
competencia por los minerales 
estratégicos forma parte de una 
disputa más amplia por tecnología, 
cadenas de suministro y capacidad 
de influencia. Colombia debe 
participar en ella defendiendo sus 
propios intereses y fortaleciendo sus 
relaciones con socios confiables. 

Este documento se publica en el 
marco del Observatorio de Energía y 
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Recursos Estratégicos, una iniciativa 
con la que el ICP busca aportar 
conocimiento riguroso y propuestas 
concretas a las decisiones públicas y 
empresariales sobre algunos de los 
asuntos que definirán las próximas 
décadas. Agradecemos a la 
Fundación Konrad Adenauer por su 
acompañamiento en este esfuerzo y 
a Carolina Rojas Gómez por el rigor 
con el que estudia un problema que 
Colombia debe incorporar de 
manera urgente a su agenda 
estratégica.  

Durante siglos, El Dorado 
representó la búsqueda de una 
riqueza extraordinaria que parecía 
estar siempre al alcance y que 
nunca terminaba de encontrarse. 
Colombia conoce bien esa historia.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Hoy tenemos una oportunidad 
distinta. La riqueza está en nuestro 
territorio y sabemos que existe. El 
verdadero desafío consiste en 
construir las instituciones, las reglas 
y la visión de largo plazo que 
permitan convertir esos recursos en 
inversión, crecimiento, seguridad y 
oportunidades para los 
colombianos. 

Los próximos cuatro años pueden 
marcar la diferencia entre seguir 
hablando de nuestro potencial o 
comenzar, finalmente, a 
desarrollarlo y aprovecharlo. 
 
 
Carlos Augusto Chacón Monsalve 
Director ejecutivo 
Instituto de Ciencia Política  
Hernán Echavarría Olózaga 
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PRINCIPALES 
HALLAZGOS 

 
Existe una ventana de oportunidad en el reordenamiento de la 
economía global alrededor de la descarbonización y la 
digitalización.  
 
La economía global se ha venido reconfigurando desde hace más de dos 
décadas en torno a la transición hacia economías bajas en carbono y la 
aceleración de la digitalización, dinámica intensificada por la rápida expansión 
de la Inteligencia Artificial (IA). Este reordenamiento es una transformación 
estructural que está abriendo una ventana de oportunidad limitada en el 
tiempo para los países que logren posicionarse en las nuevas cadenas de valor 
asociadas, las cuales están impulsando significativamente la demanda de 
minerales estratégicos como el cobre, el litio y otros insumos clave. Para 
Colombia, este contexto representa un momento decisivo, por lo tanto, el 
período 2026–2030 constituye la ventana crítica para diseñar e implementar 
una estrategia de minerales estratégicos basada en generación de valor 
agregado, antes de que otros países consoliden posiciones dominantes en las 
cadenas globales de valor del futuro. 
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Posición rezagada de Colombia en el Mapa Global de Minerales 
Estratégicos.  
 
Colombia enfrenta una brecha crítica entre su potencial geológico y su 
posicionamiento en la economía global emergente de minerales estratégicos, 
brecha que es principalmente de naturaleza institucional y de política pública. 
Lo anterior se evidencia en el hecho de que el país no aparece en los cuadros 
de producción ni de reservas del USGS Mineral Commodity Summaries 2025 
para seis minerales estratégicos clave (litio, cobalto, níquel, cobre, grafito y 
tierras raras). A diferencia de países como Chile, Perú, y Bolivia, la política 
minera colombiana ha estado históricamente concentrada en carbón e 
hidrocarburos, relegando los minerales estratégicos no energéticos a un papel 
secundario. Aunque pareciese que el país presenta potencial geológico en 
minerales como coltán, cobre, platino y tierras raras, el rezago en conocimiento 
geocientífico impide cuantificar reservas con estándares internacionales y 
traducir ese potencial en una posición competitiva. 

 

No existe arquitectura institucional diseñada para gobernar 
minerales estratégicos no energéticos 

Diseño institucional desalineado: la actual integración institucional de los 
sectores de minas y energía puede representar una restricción para la 
promoción y desarrollo de los minerales estratégicos no energéticos como el 
cobre, el litio, el níquel, el grafito, las tierras raras, generando incentivos 
desalineados para funcionarios e inversionistas.  

Fragmentación de competencias: ME, el SGC y las autoridades ambientales 
(ANLA y CAR) se encuentran dispersas, con débil coordinación 
interinstitucional y sin un ente integrador funcional que articule de manera 
estratégica la gestión de los minerales estratégicos no energéticos. 

Debilidad de la institucionalidad ambiental: aunque el licenciamiento 
ambiental caso a caso es fundamental en ciertos proyectos, su aplicación en 
ausencia de una política estratégica de minerales prioritarios traslada al 
proceso de licenciamiento decisiones de naturaleza económica, productiva y 
geopolítica que deberían resolverse previamente en el ámbito de la política 
pública. Esta ausencia estructural genera sobrecarga institucional, 
incertidumbre para los actores y conflictos prolongados, sin claridad ex ante 
sobre el rol de los minerales estratégicos en el desarrollo nacional. 

Ausencia de una estrategia de largo plazo e industrialización: Colombia no 
cuenta con una política integral para los minerales estratégicos que articule 
exploración, producción, procesamiento e inserción en cadenas de valor, lo que 
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ha derivado en un marco normativo disperso y reactivo, construido sin un 
horizonte claro que aproveche la oportunidad de un desarrollo productivo 
integral. 

 

Competitividad fiscal y clima de inversión.  

Colombia registra uno de los niveles de government take1 más elevados de la 
región (cercano al 70%), quedando por encima de los países con los que 
compite por inversión minera. Además, si bien el régimen de regalías 
contempla tarifas diferenciadas por tipo de mineral, esta diferenciación no 
distingue entre minerales tradicionales y estratégicos en función de atracción 
de inversión, es decir, el marco fiscal y regulatorio agregado no ofrece a un 
proyecto de cobre condiciones distintas a las de uno de carbón en términos de 
incentivos, plazos y previsibilidad. En consecuencia, el país carece de un 
régimen fiscal o regulatorio diseñado para competir por inversión en minerales 
estratégicos.  

Esta carga fiscal, combinada con la ausencia de un marco de regalías que 
genere incentivo de inversión y procesos regulatorios cuyos plazos resultan 
poco predecibles, eleva el costo y la incertidumbre asociados a proyectos 
intensivos en capital y de largos períodos de maduración. En estas condiciones, 
la tasa de retorno ajustada por riesgo tiende a deteriorarse frente a la de 
jurisdicciones comparables, lo que reduce el apetito para comprometer capital 
en nuevas exploraciones y desarrollos en el país. La evidencia empírica 
confirma que Colombia no está generando interés en inversión: tras una caída 
cercana al 61% en 2024, la IED minera se desplomó aproximadamente 86% en 
2025, alcanzando mínimos históricos. Este comportamiento sugiere una 
creciente dependencia de proyectos maduros y la ausencia de nuevas 
inversiones.  

 

Inserción limitada de Colombia en las cadenas de valor de los 
minerales estratégicos.  

La cadena de valor de los minerales estratégicos incluye la extracción, el 
procesamiento y la refinación, la manufactura intermedia y, de manera 
creciente, el reciclaje y la economía circular. En la actualidad, Colombia 
participa principalmente en los eslabones iniciales de esta cadena, 
concentrándose en la exportación de minerales con bajo nivel de 

 
1 Indicador que mide la participación del Estado en la renta o utilidades generadas por proyectos de 
explotación de recursos naturales (ACP). 
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transformación, mientras el mayor valor agregado tecnológico, industrial y 
geopolítico se captura en otros países. 

En ausencia de una estrategia explícita de industrialización de las cadenas de 
valor de los minerales estratégicos, Colombia corre el riesgo de consolidar un 
rol periférico como proveedora de materias primas, cediendo la renta asociada 
al procesamiento, la refinación y la integración industrial a economías que sí 
han articulado políticas de largo plazo para capturar estos segmentos 
estratégicos. 
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INTRODUCCIÓN 

 
Colombia es un país de tradición minera. Desde la época precolombina, 
comunidades indígenas ya usaban la minería como fuente de riqueza, 
extrayendo de la tierra sal, oro y piedras preciosas. Durante la colonia, la minería 
se consolidó como una actividad económica central, impulsada por la 
búsqueda de fortuna que tanto fascinaba a los españoles. ¿Qué es la leyenda 
del Dorado sino la muestra de esa búsqueda de un tesoro infinito que 
representa el anhelo de encontrar una fuente de riqueza capaz de cambiar la 
vida de quien la posea?  

Por eso, seguir hablando de minería en pleno siglo XXI no es una idea 
descabellada, sino precisamente la continuación de la organización del 
territorio nacional, basada en la riqueza que poseemos y que tenemos el deber 
moral de aprovechar para convertirla en bienestar para los 50 millones de 
colombianos que habitan en este país.  

En el caso de los minerales estratégicos, en el nuevo panorama mundial, estos 
dejan de ser únicamente parte de la riqueza nacional y se convierten en un 
factor de competencia internacional que podría redefinir el lugar de Colombia 
en el mundo. La transición desde la globalización hacia un orden más 
fragmentado y tensionado exige que Colombia reconozca que su tradición 
minera ya no se juega solo en el ámbito interno, sino en un tablero global 
donde las reglas de inversión, sostenibilidad y seguridad estratégica marcan la 
diferencia.  
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En este contexto emergen dos desafíos clave que están transformando las 
dinámicas actuales: la transición hacia economías verdes o de bajas emisiones 
de carbono y la acelerada digitalización que permea todos los ámbitos de la 
vida social y productiva. En el primer caso, la descarbonización se erige como 
pilar que impulsa un cambio de paradigma en el sistema energético con la 
economía verde como modelo articulador.  

Y en el caso de la digitalización, que está potenciada por el surgimiento de la 
Inteligencia Artificial (IA), se redefine la competencia tecnológica, incrementa 
la dependencia de insumos estratégicos y concentra el poder en datos, 
plataformas y cadenas de suministro de minerales estratégicos, lo que 
demuestra que ambos desafíos están estrechamente vinculados en la 
reorganización global.  

La transversalidad de estos dos procesos, la transición hacia economías verdes 
y la acelerada digitalización, confirma lo señalado por Galos et al. (2020): la 
sostenibilidad económica de los Estados está estrechamente vinculada a la 
disponibilidad de materias primas, y la seguridad en su abastecimiento resulta 
indispensable para el funcionamiento de múltiples sectores industriales.  

Y es que, a lo largo de la historia, el control de los recursos naturales ha sido 
decisivo para moldear las sociedades y sus dinámicas de poder. Hoy, los 
minerales estratégicos se han convertido en el eje material de este siglo, pues 
sostienen no sólo la transición energética y digital, sino también sectores 
vitales como la defensa, las telecomunicaciones, la electrónica, la agricultura, la 
construcción y el transporte.  

Es así, que los países más desarrollados han identificado y clasificado las 
materias primas indispensables para su seguridad económica y nacional, 
considerando factores como el potencial geológico, el nivel de desarrollo 
industrial y las vulnerabilidades de las cadenas de suministro frente a 
interrupciones externas o la volatilidad del mercado internacional.  

De allí surge la distinción entre minerales críticos y estratégicos: Los críticos se 
identifican mediante una evaluación que cruza importancia económica con 
vulnerabilidad en las cadenas de suministro, es decir, son los insumos que una 
economía teme no poder asegurar. Los estratégicos, en cambio, resultan de 
una decisión soberana del Estado, que designa los minerales relevantes para 
sus objetivos de seguridad nacional, desarrollo industrial o posicionamiento 
geopolítico.  

No necesariamente ambas categorías tienden a converger, por ejemplo en la 
taxonomía europea, los estratégicos son un subconjunto de los críticos, pero 
en países productores como Colombia estos divergen. Por ejemplo, en la 
regulación se declaran estratégicos minerales sin criticidad alguna en los 
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mercados globales, como los fosfatos o los materiales de construcción, por su 
valor para la seguridad alimentaria y la economía nacional. En este sentido, su 
clasificación como “estratégicos” se define por voluntad estatal en función de 
objetivos nacionales.  

Así, cada país ha definido cuáles considera estratégicos y/o críticos, 
combinando análisis de riesgos globales y vulnerabilidad económica, con 
metodologías diversas que se actualizan periódicamente y se apoyan en datos 
históricos, proyecciones y política económica. Por ello, los resultados de estas 
evaluaciones varían significativamente entre países y a lo largo del tiempo. 

Esta divergencia entre lo crítico y lo estratégico es relevante para el análisis que 
sigue, pues dentro de los minerales que Colombia declara estratégicos 
coexisten minerales de alta relevancia en las cadenas globales de valor de la 
transición energética y digital (cobre, litio, níquel, grafito, tierras raras) con 
minerales estratégicos por razones de soberanía interna como seguridad 
alimentaria, infraestructura o desarrollo nacional,  sin relevancia en dicha 
competencia global (p. ej. fosfatos, materiales de construcción). Esta distinción 
es relevante porque el diagnóstico institucional que se desarrolla en las 
siguientes secciones se concentra principalmente en el primer grupo, dado 
que es ahí donde la falta de gobernanza específica genera el mayor costo de 
oportunidad para Colombia.  

En este escenario, ponerse al día es importante pues con la llamada cuarta 
revolución industrial2, marcada por la digitalización y la inteligencia artificial, la 
discusión de minerales estratégicos ha adquirido una dimensión aún más 
amplia, situándose en el centro de las transformaciones tecnológicas y 
geopolíticas. Para esto, es fundamental hacerse las siguientes preguntas: ¿Qué 
rol quiere jugar Colombia en esta dinámica? ¿Está preparada para este 
desafío? 

 
 

  

 
2 Esta ha sido definida por Klaus Schwab como “la transición hacia nuevos sistemas construidos sobre la 
infraestructura de la revolución digital (anterior)” y se distingue de la tercera revolución industrial por tres 
factores: la velocidad, el alcance y el impacto en los sistemas. Según el Foro Económico Mundial, “la 
velocidad de los avances actuales no tiene precedentes en la historia… y está interfiriendo en casi todas 
las industrias de todos los países” (Schwab, 2016). 
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ALCANCE Y ENFOQUE METODOLÓGICO 
 
 
Este documento examina la situación de Colombia frente al desarrollo de sus 
minerales estratégicos, con el propósito de aportar insumos claros y útiles para 
la formulación de política pública orientada a su desarrollo efectivo y al 
bienestar nacional.  
 
Para definir la relevancia de un mineral se adopta la metodología 
predominante en el marco institucional occidental, es decir, la combinación de 
su importancia económica con el riesgo de interrupción de su cadena de 
suministro, criterio empleado por el Servicio Geológico de los Estados Unidos y 
por la Unión Europea para identificar lo que estos actores denominan 
"minerales críticos". No obstante, se emplea aquí el término "estratégicos", por 
ser el rótulo que utiliza la normativa colombiana y por reflejar la perspectiva del 
Estado que, como gobernante del recurso, declara soberanamente su 
relevancia según sus propias prioridades de desarrollo.  
 
La fundamentación del análisis se basa en la revisión normativa, en referencias 
internacionales y en la evaluación de la información disponible. Este enfoque 
pretende ofrecer información rigurosa y accesible a los responsables de la 
toma de decisiones, privilegiando la solidez conceptual y la pertinencia 
contextual por encima de la exhaustividad técnica. 

● En primer lugar, se aborda la geopolítica y el posicionamiento 
internacional de Colombia, con referencias generales a experiencias 
comparadas en Estados Unidos, la Unión Europea, Chile y Canadá entre 
otros. Estas referencias se emplean únicamente como ejercicios de 
benchmarking para identificar tendencias y buenas prácticas, sin 
pretender abarcar la totalidad de los casos ni realizar estudios de caso en 
profundidad en esta ocasión. 

● En segundo lugar, se examina el marco regulatorio e institucional nacional, 
analizando la evolución histórica de la política minera colombiana, las 
principales entidades del sector (Ministerio de Minas y Energía, Agencia 
Nacional de Minería, UPME, SGC) y la institucionalidad ambiental. El 
análisis identifica las brechas estructurales de gobernanza que limitan el 
desarrollo de los minerales estratégicos con referencias comparadas a 
modelos institucionales de otros países, y propone unos lineamientos para 
una arquitectura institucional más coherente con el contexto global 
actual. 
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● Posteriormente, se analizan los principales aspectos económicos y de 
competitividad del sector: el régimen de regalías y la carga fiscal 
comparada con otros países mineros de la región, el contexto de 
vulnerabilidad fiscal de Colombia y la oportunidad que representan los 
minerales estratégicos para la sostenibilidad de las finanzas públicas, y los 
desafíos estructurales que plantea la minería ilegal e informal para una 
estrategia integral del sector. 

Finalmente, se presentan las principales recomendaciones de política pública 
derivadas de los hallazgos previos, orientadas a fortalecer la competitividad y 
gobernanza del sector. 

Metodológicamente, el trabajo se apoya en fuentes secundarias de carácter 
normativo, institucional y académico, todas ellas referenciadas siguiendo el 
estilo APA para garantizar trazabilidad y rigor académico. La selección de 
materiales respondió a criterios de relevancia para la transición energética y 
digital, de actualidad normativa y de utilidad para orientar la competitividad y 
la gobernanza del sector nacional. 

Para el objetivo de este documento, el alcance excluye deliberadamente el 
trabajo de campo, el análisis estadístico propio y ciertos desarrollos técnicos, 
como la modelación cuantitativa de reservas o cálculos económicos detallados. 
Esta decisión responde a la naturaleza estratégica del análisis, orientado a 
proveer un marco interpretativo sólido y actualizado para la toma de 
decisiones, privilegiando la síntesis analítica y la comparación contextual por 
encima de la generación de proyecciones técnicas o escenarios cuantitativos, 
los cuales se consideran materia de estudios especializados futuros. 

En síntesis, el documento busca delimitar con claridad los retos institucionales, 
regulatorios y económicos que enfrenta Colombia en el contexto de la 
transición energética y la digitalización, al tiempo que identifica las 
oportunidades de competitividad derivadas del aprovechamiento sostenible 
de sus recursos minerales estratégicos, en un escenario en el que el país puede 
aspirar a consolidarse como actor relevante a nivel mundial. 
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COMPETENCIA GLOBAL POR EL ACCESO 
A MINERALES ESTRATÉGICOS 
 
 
Los minerales estratégicos están en la base de la modernidad, como lo señala 
Chomón Pérez (2023), estos constituyen la quintaesencia de la vida 
contemporánea y del futuro principalmente porque sus propiedades 
semiconductoras son parte fundamental de la arquitectura de la vida 
moderna. 
 
Si bien no existe una lista universal de minerales estratégicos, su definición 
varía según las prioridades nacionales. Elementos como el litio, cobalto, níquel, 
cobre, grafito y tierras raras3 ocupan un lugar central en las agendas 
industriales y tecnológicas contemporáneas, convirtiéndose en activos críticos 
que configuran el próximo capítulo de la innovación global y constituyen el 
núcleo de los sistemas de energía limpia, de movilidad eléctrica e 
infraestructura digital.  
 
Esta relevancia tecnológica genera rivalidades geopolíticas: países productores 
y consumidores compiten en un mercado internacional cada vez más 
tensionado, donde el acceso a minerales estratégicos se ha convertido en una 
herramienta diplomática y comercial. Esto nos devuelve al término de 
geopolítica, acuñado por Rudolf Kjellén en 1917, el cual describe al Estado como 
un organismo geográfico que utiliza los recursos naturales como base de su 
poder, tanto a nivel nacional como internacional (Knutsen, 2022). 
 
Aunque la visión de Kjellén remite al siglo XX, la realidad actual no es tan 
diferente. Los recursos naturales y la ubicación geográfica continúan siendo 
ejes de la política internacional, en particular en relación con los minerales 
estratégicos y sus cadenas de suministro. 
 
 
 
 

 
3 La Unión Internacional de Química Pura y Aplicada (IUPAC), define las tierras raras como el conjunto de 
17 elementos químicos que incluyen los 15 lantánidos (del lantano al lutecio), más el escandio y el itrio, 
debido a sus propiedades químicas similares y a su frecuente aparición conjunta en los mismos depósitos 
minerales. Aunque se comercializan comúnmente como óxidos o se extraen de minerales, los elementos 
de tierras raras son, por definición, metales individuales con propiedades químicas únicas. 
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China: dominio de las cadenas de suministro 
 
 
Uno de los cuellos de botella de la economía moderna, según datos del Mineral 
Commodity Summaries 2025 del Servicio Geológico de Estados Unidos (USGS, 
por sus siglas en inglés), es la marcada concentración geográfica de la 
producción y las reservas de minerales asociados a la transición energética, la 
electrificación y la digitalización. 
 
China en particular concentra un porcentaje muy alto del procesamiento de 
tierras raras, litio, cobalto y cobre, y produce la mayoría de los materiales 
intermedios para baterías de ion-litio utilizadas en vehículos eléctricos y 
sistemas de almacenamiento de energía, lo que refuerza su peso industrial y 
su influencia en las cadenas de suministro. 

Una de las grandes paradojas de la transición energética es que, pese a haber 
sido impulsada principalmente por Occidente, la ventaja estratégica terminó 
en manos de China. Este país consolidó el desarrollo de cadenas de valor de 
tecnologías clave, como la energía solar y las baterías de almacenamiento, y 
lleva décadas ejecutando una estrategia integral que abarca toda la cadena de 
suministro de energías renovables, entre otras.  

El dominio chino en la transición energética no se limita a la fabricación de 
tecnologías renovables, en la concentración geográfica de la producción de 
minerales estratégicos, China es uno de los pocos actores que la controlan, a 
pesar de que existen países con mayores reservas. Lo anterior representa un 
desafío crítico para la seguridad nacional de los países desarrollados, pues 
dicha dependencia genera vulnerabilidades estructurales en las cadenas de 
suministro globales y refuerza la posición estratégica de Beijing en la economía 
del futuro.  

En el ámbito de los imanes permanentes de tierras raras (dispositivos capaces 
de conservar sus propiedades magnéticas sin necesidad de energía externa y 
esenciales para motores de alta potencia), China producía hace dos décadas 
cerca del 50 % de los imanes sinterizados utilizados en automóviles, turbinas 
eólicas, motores industriales, centros de datos y sistemas de defensa. Hoy su 
participación asciende al 94 %, consolidándose como el principal proveedor 
mundial de este componente (International Energy Agency, 2025).  

Esta posición dominante de China ha llevado a que el país restrinja las 
exportaciones de diversos productos estratégicos en distintas ocasiones. Un 
primer hito se produjo el 4 de abril de 2025, cuando el Ministerio de Comercio 
y la Administración General de Aduanas de China impusieron controles de 
exportación sobre varios elementos de tierras raras medianas y pesadas, 
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estableciendo que su exportación sólo puede realizarse previa autorización del 
gobierno chino (Ministry of Commerce of the People’s Republic of China, 2025).  
 
Posteriormente, en octubre de 2025, China amplió de manera significativa este 
esquema mediante el Anuncio No. 61, dejando un control a las exportaciones 
de productos fabricados fuera de China cuando estos utilizan tierras raras de 
origen o tecnologías chinos de procesamiento, introduciendo así un alcance 
de carácter extraterritorial en su régimen de control de exportaciones (Ministry 
of Commerce of the People’s Republic of China, Georgetown University 2025). 
 
 

Estados Unidos y la Unión Europea ante 
dependencia de minerales críticos 

 
 
Entre las décadas de 1960 a 1980, Estados Unidos fue el principal productor de 
tierras raras y un actor clave en el suministro de minerales estratégicos. Sin 
embargo, desde la década de 1980 una serie de factores como la falta de una 
estrategia industrial de largo plazo, el endurecimiento regulatorio y, sobre 
todo, la competencia de la producción china de menor costo, contribuyó a la 
pérdida progresiva de competitividad de la producción doméstica.  
 
En ese contexto, China comenzó a ganar terreno y, para los años noventa, había 
desplazado a Estados Unidos como líder global, consolidando de forma 
sostenida su dominio sobre la producción de estos minerales. Según el 
Congressional Research Service (2012), China llegó a controlar el 97% de la 
producción mundial de tierras raras en 2010, lo que le ha permitido imponer 
restricciones a la exportación y provocar un aumento de precios superior al 
500%. 
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Figura 1. Proporción del suministro nacional de minerales críticos refinados 
en Estados Unidos. 

 

 
 

Nota: níquel = productos finales de níquel, incluido el sulfato de níquel; cobalto = productos finales de 
cobalto refinado, incluido el sulfato de cobalto; grafito = grafito de calidad para baterías; manganeso = 
sulfato de manganeso; REEs = imanes de tierras raras refinadas. 

 
Fuente: adaptado de International Energy Agency (2025b), Global critical minerals 

outlook 2025. Traducción del inglés con apoyo de IA. 
 
 
Frente a esta vulnerabilidad, Estados Unidos comprendió la dinámica y el costo 
de haberse quedado rezagado frente a China. Por ello, desde hace algunos 
años, las industrias que requieren minerales estratégicos como insumo han 
reevaluado antiguos yacimientos y fomentado la exploración de nuevos; 
además, varios fabricantes han buscado reducir o sustituir la cantidad de 
minerales estratégicos en sus productos, con el objetivo de disminuir su 
dependencia de estos recursos.  
 
En el plano institucional, esta toma de conciencia se tradujo en la aprobación, 
en 2020, de la Ley de Energía (U.S. Energy Act), que estableció el marco legal e 
institucional para abordar los riesgos asociados al suministro de  minerales 
críticos.  En Estados Unidos, la ley los define en función de su importancia 
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económica y de seguridad nacional, instruye a las agencias federales a 
identificar vulnerabilidades en las cadenas de suministro y sienta las bases para 
el desarrollo de políticas destinadas a reducir la dependencia externa y 
fortalecer la capacidad industrial.  El US Energy Act hace la distinción entre: 
 

Material crítico: definido como todo insumo no combustible que el 
secretario de Energía determine, para ser considerado material crítico, debe 
cumplir al menos una de estas condiciones: 
 

● Presentar un alto riesgo de interrupción en la cadena de suministro. 

● Cumplir una función esencial en una o más tecnologías energéticas 
(producción, transmisión, almacenamiento o conservación de 
energía). 

● Ser considerado un mineral crítico en sí mismo. 

 
Mineral crítico: designado por el secretario del Interior, vinculado a la 
seguridad nacional y a la cadena industrial, con una exclusión explícita de 
combustibles y materiales comunes como agua, nieve, arena o grava.4 

 

Conforme a la ley, cada tres años, el secretario del Interior actualiza la lista de 
minerales críticos, mientras que el secretario de Energía define la lista de 
materiales críticos. El Servicio Geológico de los Estados Unidos (United States 
Geological Survey) es responsable de evaluar los recursos, difundir la 
información y elaborar proyecciones a 1, 5 y 10 años sobre la producción, el 
consumo y el reciclaje. Estas evaluaciones consideran los requerimientos 
futuros en seguridad nacional, energía, economía y tecnología, así como la 
dependencia de fuentes externas y los riesgos de dependencia en gran medida 
en el suministro (International Energy Agency, 2025a). 

En lo industrial, el gobierno Federal desplegó una política sin precedentes, que 
incluyó inversiones directas de capital, compromisos de compra pública y 
precios mínimos garantizados para sostener a los productores domésticos 
frente a la sobreoferta china. El caso más representativo fue la inversión de 400 
millones de dólares del Departamento de Defensa en MP Materials en julio de 
2025, que convirtió al Estado en su mayor accionista (MP Materials 2025).  
 

 
4 Como se precisó en el apartado de Alcance y Enfoque Metodológico, la legislación estadounidense no 
emplea la categoría de minerales “estratégicos” sino la de minerales “críticos”: la Energy Act of 2020 
distingue entre “mineral crítico” y “material crítico”, razonando enteramente en clave de criticidad. Ello 
es coherente con la posición de Estados Unidos como gran consumidor e importador, que mide el 
riesgo de suministro, frente a la perspectiva del país productor que declara lo estratégico de su recurso.  
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Asimismo, Estados Unidos profundizó una estrategia de mediano plazo 
orientada a diversificar fuentes utilizando marcos legales preexistentes, como 
el Defense Production Act, junto con programas específicos de apoyo a 
proyectos críticos, con el objetivo de reducir dependencias estratégicas y 
reforzar la resiliencia industrial frente a futuras restricciones. (Congressional 
Research Service, 2025). 

En el caso de la Unión Europea (UE), este bloque es muy dependiente de las 
importaciones de minerales críticos5, incluso más que Estados Unidos, lo que 
la hace muy vulnerable a las fluctuaciones del mercado global. Si bien tiene 
reservas en países como Finlandia, Polonia y Groenlandia, en general, carece 
de recursos suficientes y un marco regulatorio dinámico, lo que la expone aún 
más a restricciones y tarifas impuestas por exportadores como Rusia y China. 

El potencial de crecimiento futuro de la UE dependerá de la materialización de 
una mayor exploración y de mejoras tecnológicas. Para lo anterior, el marco 
regulatorio desempeña un papel clave, en particular el Acta de Materias Primas 
Críticas (Critical Raw Materials Act - CRMA) expedida por la UE en 2023 (IEA, 
2025).  

La CRMA establece un marco para garantizar un suministro seguro y sostenible 
de materias primas críticas, con los siguientes objetivos (IEA, 2023): 

● Diversificar las importaciones de materiales críticos de la UE para reducir 
las dependencias estratégicas; 

● Mejorar la capacidad de la UE para monitorear y mitigar los riesgos 
actuales y futuros de interrupciones en el suministro de materias primas 
críticas; 

● Garantizar la libre circulación de materias primas críticas en el mercado 
único, asegurando al mismo tiempo un alto nivel de protección 
ambiental mediante la mejora de su circularidad y sostenibilidad. 

Sin embargo, este potencial dependerá directamente de la capacidad del 
bloque para articular una estrategia industrial cohesionada y alcanzar 
consenso entre sus miembros, de manera que se integre la seguridad del 
suministro de estas materias primas críticas, con sus objetivos de 
descarbonización y competitividad global.  

 
5 La UE no habla de "minerales estratégicos" sino de "materias primas críticas" (critical raw materials), ya 
que, al igual que EE.UU., es un gran consumidor e importador que razona en clave de riesgo de 
suministro. De hecho, "estratégico" en el marco europeo existe pero como subconjunto dentro de los 
críticos (los "strategic raw materials”). Así que usar "estratégicos" para describir el enfoque europeo sería 
impreciso.  
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En este punto, cabe señalar que la ventaja competitiva de China no solo se 
explica por su control de reservas y capacidad de refinación, sino también por 
sus menores costos de producción, derivados de subsidios estatales, menores 
exigencias ambientales y costos laborales más bajos.  

Precisamente, uno de los principales desafíos para el bloque europeo es la baja 
competitividad de sus elevados costos de producción en comparación con 
China. Estos altos costos, resultado de regulaciones estrictas, mayores precios 
energéticos y estándares ambientales más exigentes, dificultan que la UE 
compita en igualdad de condiciones y constituyen una de las limitaciones clave 
para el desarrollo de una industria europea competitiva. 

Theodosopoulos (2020) sostiene que el acceso a recursos estratégicos es 
esencial para la soberanía de la UE y que esta debe aprender a navegar en un 
escenario geopolítico en el que el modus operandi del libre mercado al que la 
UE estaba acostumbrada no es hoy día lo tradicional. Por el contrario, se 
observa una tendencia a la geopolitización del comercio internacional, 
particularmente con los minerales críticos. 
 
 
Figura 2. Producción, reservas y valor de mercado de los Minerales Críticos en 

Europa, 2024-2040. 
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Nota: REEs = elementos de tierras raras; MGP = metales del grupo del platino. Las cifras de producción 
corresponden únicamente a REEs magnéticas y las cifras de reservas a todas las REEs. El grafito se 
refiere al grafito natural. 
 
 

Fuente: adaptado de International Energy Agency (2025b), Global critical minerals 
outlook 2025, con datos de U.S. Geological Survey (2025), Mineral commodity 

summaries, S&P Global (2025), y European Commission (2025), RMIS - Raw materials' 
profiles. Traducción del inglés con apoyo de IA. 

 
 

América Latina en la reconfiguración del 
mercado global 

 
 
La reconfiguración de la economía global en torno a la descarbonización y la 
digitalización abre una coyuntura especialmente relevante para América 
Latina. Este proceso ofrece la posibilidad de repensar los modelos de desarrollo 
económico de la región, diversificar sus estructuras productivas, reorientar las 
políticas de industrialización y fortalecer su inserción en las cadenas de valor 
globales.  
 
En este escenario, el crecimiento sostenido de la demanda internacional de 
minerales estratégicos representa una oportunidad para vincular el potencial 
geológico de la región con estrategias de desarrollo de largo plazo. En 
consecuencia, la cadena de valor de los minerales estratégicos se configura 
como un ámbito que combina oportunidades significativas y desafíos 
estructurales para América Latina. 
 
Esta cadena comprende tres eslabones fundamentales: (i) extracción, (ii) 
procesamiento y refinación, y (iii) reciclaje. Por ende, la articulación de políticas 
públicas que fomenten estas actividades, vinculándolas con estrategias de 
industrialización para el siglo XXI, resulta esencial para que los países 
latinoamericanos puedan capturar mayores beneficios económicos y 
tecnológicos. 
 
La etapa de extracción se concentra principalmente en economías 
especializadas en la provisión de materias primas, que cuentan con amplias 
reservas de minerales estratégicos. En estas regiones, la debilidad institucional 
y la limitada capacidad regulatoria generan condiciones que favorecen 
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conflictos sociales y ambientales. Esto evidencia la necesidad de fortalecer los 
marcos de gobernanza y las capacidades estatales para que la explotación de 
recursos beneficie tanto a las empresas como a las comunidades y al Estado, 
promoviendo un desarrollo sostenible y una mejor integración en las cadenas 
de valor globales. 
 
Esta debilidad institucional convive, paradójicamente, con un exceso de 
intervención estatal en otros frentes: elevados costos tributarios, regulatorios y 
burocráticos que obstaculizan la formalización empresarial y empujan a 
amplios segmentos del sector hacia la informalidad, particularmente en 
territorios marcados por la vulnerabilidad social. 
 
Así, el problema no es únicamente la ausencia de Estado, sino su configuración: 
insuficiente donde se requiere certeza y presencia (seguridad jurídica, control 
territorial, gestión de conflictos), y sobredimensionado donde se requiere 
agilidad. Esta combinación eleva los costos de transacción, impiden un 
adecuado proceso de mercado e inhibe que la actividad empresarial se 
desarrolle y genere valor en el sector.  
 
Por otro lado, en el procesamiento y la refinación, estas actividades son las que 
más generan rentas económicas al centrarse en el valor agregado de los 
minerales que corresponden a insumos industriales estratégicos. Sin embargo, 
esta capacidad está concentrada en pocos países, lo que crea vulnerabilidades 
en las cadenas de suministro globales.  
 
Finalmente, el reciclaje de estos materiales, que incluye la recuperación de 
minerales críticos de productos electrónicos desechados, baterías usadas, 
paneles solares y otros componentes tecnológicos, emerge como una 
estrategia fundamental para reducir la dependencia del suministro, promover 
nuevos proyectos, disminuir los impactos ambientales y fortalecer la seguridad 
del abastecimiento, aunque aún enfrenta obstáculos tecnológicos y 
regulatorios.  
 
Por lo anterior, la articulación eficiente entre la extracción, el procesamiento, la 
refinación y el reciclaje resulta fundamental para asegurar el acceso a 
minerales estratégicos, así como para fortalecer la competitividad y la 
soberanía tecnológica de los países en el actual contexto de transición 
energética global y de digitalización. 
 
La oportunidad para América Latina es clara, como se evidencia en la Figura 3, 
dado que la región ocupa una posición relevante en la oferta mundial de 
minerales estratégicos. 
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Figura 3. América Latina en la cadena global de minerales críticos: 
producción, reservas y proyecciones, 2024-2040.  

 

 
 

Nota: REEs = elementos de tierras raras; MGP = metales del grupo del platino; CSAM = América Central y 
del Sur. Las cifras de producción corresponden únicamente a REEs magnéticas y las cifras de reservas a 
todas las REEs. El grafito se refiere al grafito natural.  
 
 

Fuente: adaptado de International Energy Agency (2025b), Global critical minerals 
outlook 2025, con datos de U.S. Geological Survey (2025), Mineral commodity 

summaries, S&P Global (2025), y European Commission (2025), RMIS - Raw materials' 
profiles. Traducción del inglés con apoyo de IA. 

 
 
Los países de Sudamérica representan cerca del 44%6 de las reservas globales 
de litio, principalmente concentradas en Chile (9,3 millones de toneladas) y 
Argentina (4 millones de toneladas), según las cifras oficiales del USGS para 
2024, que estiman las reservas globales en 30 millones de toneladas. Sin 
embargo, la producción minera mundial está liderada por Australia. Esta 
diferencia entre la localización de las reservas y la producción evidencia 
disparidades en la capacidad extractiva, que requieren desarrollo de marcos 
regulatorios atractivos y niveles de inversión a lo largo de la cadena de valor. 

 
6 U.S. Geological Survey. (2025a). Mineral commodity summaries 2025: Lithium. 
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En el mercado del cobalto, la República Democrática del Congo (RDC) domina 
tanto la producción (≈76%) como las reservas (≈55%), lo que configura un riesgo 
estructural debido a la concentración de la oferta. En América Latina, la 
participación es marginal y se limita prácticamente a Cuba, que aporta 
reservas reducidas en comparación con los principales países productores.7 

En el sector del níquel, en cuanto a reservas, Indonesia (55 Mt) y Australia (24 
Mt) encabezan ampliamente el ranking global. Brasil se posiciona como el 
principal referente en América Latina, con 16 millones de toneladas, 
equivalentes a cerca del 12% de las reservas mundiales.8 

El cobre representa un recurso estratégico para América Latina, ya que 
alrededor del 37% de la producción mundial y el 35% de las reservas globales 
se localizan en la región, especialmente en Chile y Perú. Esta concentración 
convierte a América Latina en un actor clave para la transición energética 
global.9 

Aunque Brasil figura entre los países con mayores reservas de grafito natural, 
representando aproximadamente el 26% del total mundial, la producción está 
dominada por China, que concentra cerca del 78% de la producción según 
datos del USGS (U.S. Geological Survey, 2025).10 Esta asimetría evidencia la 
brecha entre el potencial geológico y el posicionamiento industrial: contar con 
la reserva no equivale a controlar la cadena de valor. No obstante, Brasil avanza 
en cerrar esa brecha: el propio USGS registró la expansión de nuevas 
operaciones de grafito en el país como la mina Santa Cruz, en un momento en 
que la demanda de este mineral para baterías y la imposición de controles de 
exportación por parte de China abren una oportunidad para los productores 
emergentes.  

En tierras raras, China mantiene una posición hegemónica en la producción, 
pero no en las reservas, ya que posee cerca del 34% de las reservas mundiales. 
Aunque Brasil concentra cerca del 23% de las reservas globales y se posiciona 
como el segundo país con mayor dotación de recursos, su producción sigue 
siendo mínima, evidenciando un potencial estratégico relevante que 
permanece subutilizado.11 

En América Latina y el Caribe, los principales países productores y exportadores 
de minerales estratégicos son Chile, Brasil, México, Perú y Bolivia, gracias a sus 
reservas de cobre, litio, níquel y manganeso. En Colombia y Argentina, la 
actividad minera también es relevante; sin embargo, en ambos casos, la 

 
7 U.S. Geological Survey. (2025b). Mineral commodity summaries 2025: Cobalt. 
8 U.S. Geological Survey. (2025c). Mineral commodity summaries 2025: Nickel. 
9 U.S. Geological Survey. (2025d). Mineral commodity summaries 2025: Copper. 
10 U.S. Geological Survey. (2025e). Mineral commodity summaries 2025: Graphite (natural). 
11 U.S. Geological Survey. (2025f). Mineral commodity summaries 2025: Rare earths. 
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producción de hidrocarburos y, en el caso colombiano, también la del carbón, 
ha tenido un mayor peso histórico en sus economías (Siroit, 2024).  
 
 
Figura 4. Posición de los países de América Latina en las reservas mundiales 

de minerales estratégicos por país. 
 
 

 

 

Nota: para litio, el ranking se basa en reservas estimadas totales. 

Fuente: J.P. Morgan Private Bank (2023), con datos del Servicio Geológico de los 
Estados Unidos (USGS, 2022) y la Economist Intelligence Unit (EIU). 
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Llama la atención, que Colombia no aparece reportada de forma individual en 
las tablas de producción ni de reservas del Mineral Commodity Summaries 
2025. Esta ausencia se explica por la falta de exploración sistemática, de 
reservas cuantificadas y de infraestructura industrial que permitan al país 
registrar una participación significativa en las cadenas globales. En 
consecuencia, Colombia ocupa hoy una posición marginal en el mapa 
internacional de los minerales estratégicos, no necesariamente por ausencia 
de recursos, sino por la brecha entre su dotación potencial y su desarrollo 
efectivo (ver Figura 4).  

Justamente por ello, el reto para Colombia es fortalecer el conocimiento 
geológico, diversificar su base extractiva y avanzar en capacidades técnicas e 
industriales que le permitan determinar si posee un potencial competitivo y, 
de ser así, desarrollarlo de manera que contribuya a su posicionamiento en la 
nueva economía mundial y a destacarse en su posición dentro de la región 
latinoamericana. 

En síntesis, para los países de América Latina, inclusive Colombia, esa riqueza 
mineral constituye una oportunidad invaluable para dinamizar el desarrollo 
económico y fortalecer su posición en la economía global. Sin embargo, poseer 
vastas reservas de litio, cobre y otros minerales estratégicos no garantiza por sí 
mismo el progreso: se requiere gestionarlas mediante instituciones sólidas, 
reglas claras y marcos regulatorios que promuevan la inversión privada.  
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MINERALES ESTRATÉGICOS EN 
COLOMBIA: INSTITUCIONES Y POLÍTICA 
PÚBLICA 
 
 
A partir del diagnóstico de las secciones anteriores, la presente sección 
examina la evolución histórica y el marco normativo que han configurado la 
institucionalidad minera en Colombia, identificando a los principales actores 
responsables del diseño e implementación de la política pública del sector. 
Este análisis permite evaluar en qué medida el país cuenta con las capacidades 
institucionales necesarias para afrontar la creciente competencia global por los 
minerales estratégicos y aprovechar las oportunidades que plantea la 
transición energética y la digitalización, en el marco de una reconfiguración de 
la economía global. 

En Colombia, según Montoya y Muñoz (2025), a partir del análisis de Ricaurte 
(2021), los antecedentes del actual marco regulatorio de la actividad minera se 
remontan al siglo XIX, cuando Simón Bolívar promulgó en 1829 la primera 
declaración de propiedad minera en la nueva República, lo que evidencia que 
el país tiene una tradición normativa en este sector de más de dos siglos.  

En la evolución de la institucionalidad minera, a partir del siglo XIX el Estado 
comenzó a asumir un papel cada vez más activo en la apropiación y 
administración de estos recursos. Este tránsito desde un régimen de propiedad 
privada del subsuelo hacia uno de dominio estatal sentó las bases de la 
institucionalidad contemporánea, en la que el Estado colombiano consolidó un 
rol central en la regulación, planificación y promoción del aprovechamiento de 
los recursos minerales, incluidos aquellos considerados estratégicos. 

La Constitución de 1886 estableció principios fundamentales que aún 
sustentan elementos centrales de la legislación minera vigente. 
Posteriormente, la Constitución Política de 1991 mediante su artículo 332, 
declaró de forma expresa que el subsuelo y los recursos naturales no 
renovables pertenecen al Estado. Así, pese a que la Constitución de 1886 sentó 
las bases del régimen minero colombiano, el desarrollo normativo más 
detallado del sector se consolidó principalmente a partir de la segunda mitad 
del siglo  XX, con un énfasis particular desde la promulgación de la 
Constitución de 1991. 

La Constitución de 1991 también introdujo avances relevantes al establecer el 
principio de universalidad de las regalías como contraprestación por la 
explotación de los recursos naturales no renovables, así como al incorporar, en 
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su artículo 80, criterios de desarrollo sostenible como eje rector del 
aprovechamiento de dichos recursos. 

El marco regulatorio del sector minero en Colombia se articula, además, con 
normas ambientales, fiscales y territoriales que inciden directamente en su 
gobernanza. Algunas se abordan en las secciones subsiguientes de este 
documento. La presente sección se concentra en la arquitectura institucional 
encargada de administrar el recurso minero, cuya articulación, como se 
mostrará, constituye una de las principales brechas estructurales para el 
desarrollo de los minerales estratégicos no energéticos.  
 
 

Institucionalidad del Sector Minero en Colombia 
 
 
Aunque cada una de las siguientes instituciones cumple funciones específicas 
en el sector minero, su interacción y articulación son fundamentales para 
entender si el sector está preparado para desarrollar los minerales estratégicos 
del país.  

● Ministerio de Minas y Energía: es la entidad rectora encargada de 
formular políticas y planes de acción en materia de minería. En su 
estructura está el Viceministerio de Minas, debajo del cual se encuentran 
la dirección de minería empresarial, responsable de promover el 
desarrollo competitivo y sostenible del sector, y la dirección de 
formalización minera, encargada de diseñar e implementar estrategias 
para la integración de la minería informal y artesanal en el marco legal 
vigente.12 

● Agencia Nacional de Minería (ANM): entidad adscrita al Ministerio de 
Minas y Energía, creada en 2011; es la entidad delegada para el manejo 
del recurso minero en Colombia, incluyendo el otorgamiento de títulos, 
el registro minero, la fiscalización, el fomento y la promoción del sector, y 
la asistencia técnica a los actores.13 Tiene personería jurídica, patrimonio 
propio y autonomía administrativa, técnica y financiera. 

● Unidad de Planeación Minero-Energética (UPME): entidad técnica 
adscrita al Ministerio de Minas y Energía cuya función principal es la 
planeación a través del diseño de escenarios de largo plazo, y de la 
formulación de planes indicativos en coordinación con la política pública, 

 
12 Decreto 381 de 2012, por el cual se modifica la estructura del Ministerio de Minas y Energía y se definen 
sus funciones como entidad rectora del sector minero-energético en Colombia. 
13 Decreto 4134 de 2011, por el cual se crea la Agencia Nacional de Minería como entidad estatal 
especializada en la administración de los recursos minerales del Estado colombiano. 
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garantizando el abastecimiento de energía y el aprovechamiento 
racional y sostenible de los recursos minerales. Además, la UPME elabora 
y publica el balance minero-energético nacional, así como indicadores, 
estadísticas sectoriales e informes especializados que sirven de insumo 
para la formulación de políticas públicas, la toma de decisiones y el 
seguimiento de los objetivos de sostenibilidad y eficiencia en el uso de 
los recursos.14 

● Servicio Geológico Colombiano (SGC): es una entidad científica y 
técnica adscrita al Ministerio de Minas y Energía. Su objeto principal es 
generar conocimiento geocientífico sobre el territorio nacional, con 
énfasis en la evaluación del potencial minero, la cartografía geológica, la 
gestión del riesgo geológico y el monitoreo de amenazas naturales, 
como los sismos o las erupciones volcánicas.15 

Para efectos de este análisis, se entenderán las instituciones como las define 
North (1991), entendidas como un conjunto de reglas de juego que estructuran 
los incentivos de una sociedad y que son determinantes para su desempeño 
económico. Esto, más allá de las entidades u organismos en sí mismos.   

El primer elemento que se desprende de esta revisión es que la actual 
integración institucional de los sectores de minas y energía puede representar 
una restricción para la promoción y desarrollo de los minerales estratégicos no 
energéticos, particularmente aquellos que se han identificado como críticos 
para los procesos de digitalización y la transición energética, en la medida en 
que los invisibiliza. 

Lo anterior se analiza, tomando como referencia casos como Estados Unidos o 
Chile, donde el marco institucional distingue con claridad la minería energética 
de la no energética, si bien lo relevante para Colombia no es replicar una 
estructura organizacional específica, sí debe asegurar que sus reglas e 
incentivos visibilicen y promuevan activamente los minerales estratégicos 
como insumos industriales y tecnológicos, de manera diferenciada. Esto puede 
lograrse mediante el rediseño de mandatos, prioridades e incentivos dentro de 
la institucionalidad existente y no necesariamente mediante la creación de 
nuevas entidades, evitando así presiones burocráticas y externalidades 
negativas.  

 
14 Mediante el Decreto 2121 de 2023, se modificó su estructura y se definieron sus competencias 
específicas en materia minera. La UPME también está encargada de administrar el Sistema de 
Información Minero Energético Colombiano, incluidos sus subsistemas, entre ellos el Sistema de 
Información Minero Colombiano (SIMCO), establecido en el Código de Minas. Este sistema permite 
consolidar, analizar y divulgar datos técnicos, jurídicos y económicos sobre la actividad minera en el 
país.  
15 El antiguo Ingeominas fue modificado por el Decreto 4131 del 2011, creando así el Servicio Geológico 
Colombiano.  



Observatorio de Energía y Recursos Estratégicos – OERE  

36|  
 

En la práctica, la ausencia de un marco institucional específico orientado a la 
promoción de minerales estratégicos distintos del carbón y los hidrocarburos 
ha generado incentivos desalineados, pues lo que sucede es que tanto los 
funcionarios públicos como los inversionistas tienden a concentrar sus 
esfuerzos en los minerales energéticos, en la medida en que la estructura 
institucional y normativa vigente direcciona la atención a estos recursos. 

La integración de la institucionalidad minera en Colombia en el sector de Minas 
y Energía refleja una estructura construida bajo una lógica económica del siglo 
XX, la cual favoreció a los hidrocarburos y al carbón. Y si bien en 2011 se creó la 
Agencia Nacional de Minería (ANM) con el objetivo de modernizar la gestión 
del sector, su diseño y desarrollo normativo aún refleja un sesgo hacia los 
recursos mineros tradicionales y no logró establecer mecanismos específicos 
para los minerales estratégicos no energéticos. 

Esta invisibilización institucional de los minerales estratégicos no energéticos 
(particularmente los críticos en las cadenas globales) configura una de las 
principales brechas de gobernanza identificadas en este documento. Es 
importante reiterar que su corrección no requiere más burocracia, sino una 
redefinición de funciones, prioridades y mecanismos de coordinación dentro 
de las entidades ya existentes, desafío que se extiende, como se verá a 
continuación, a la institucionalidad ambiental encargada de licenciar y 
supervisar los proyectos mineros.  

El desafío de Colombia no radica en multiplicar entidades, sino en que su 
diseño esté orientado a promover reglas e incentivos coherentes que orienten 
la política pública. La consolidación de una estrategia nacional dependerá de 
la calidad del marco institucional que regule y promueva su aprovechamiento, 
así como de la disponibilidad de recursos. 

La pregunta de fondo es qué oportunidades competitivas podría aprovechar el 
país si contara con un marco capaz de identificar, promover y acompañar 
activamente el desarrollo de estos recursos en un contexto de recomposición 
de la economía mundial; imaginar ese escenario permite proyectar una visión 
de largo plazo en la que Colombia se posicione ante la transición energética y 
las necesidades de la industria tecnológica global como un socio para el 
abastecimiento de insumos críticos.  
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Institucionalidad Ambiental en el Sector Minero 
Colombiano: 

 
 
La institucionalidad ambiental que regula la actividad minera en Colombia se 
enmarca en el Sistema Nacional Ambiental (SINA), creado por la Ley 99 de 1993 
como un entramado de entidades y principios orientados a garantizar la 
sostenibilidad según lo estipulado en la Constitución del 91:  
 

● Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible (MADS): es la 
autoridad rectora de la política ambiental en Colombia. De acuerdo con 
el Decreto Único Ambiental (Decreto 1076 de 2015), su objetivo principal 
es liderar, coordinar y orientar el Sistema Nacional Ambiental (SINA). 
Adicionalmente, se encarga de articular las entidades territoriales y 
regionales, de integrar la dimensión ambiental en los planes de 
desarrollo y de promover la participación ciudadana y la articulación de 
las entidades ambientales.  

● Autoridad Nacional de Licencias Ambientales (ANLA): es la autoridad 
encargada del proceso de licenciamiento ambiental cuando así se 
requiera, de conformidad con el Decreto 1076 de 2015. Además de 
gestionar el licenciamiento, la ANLA realiza acciones de vigilancia, aplica 
medidas de control ante incumplimientos y asegura mecanismos de 
participación ciudadana en el proceso. 16 

● Corporaciones Autónomas Regionales – CAR: ejercen funciones de 
regulación y seguimiento ambiental en proyectos mineros que no 
requieren licencia ambiental nacional o que, por su localización, deben 
someterse a los lineamientos de la CAR correspondiente a su territorio. 
Esta competencia se deriva de la Ley 99 de 1993 y de sus normas 
reglamentarias, que establecen la distribución de responsabilidades 
entre la Autoridad Nacional de Licencias Ambientales (ANLA) y las CAR. 
La determinación de la autoridad competente depende de los 
volúmenes de producción y de las características del proyecto. 

La ANLA y las CAR desempeñan roles clave en la evaluación y gestión de los 
impactos de la actividad minera. Es importante señalar que las CAR tienen un 
régimen jurídico de autonomía establecido por la Constitución de 1991, lo que 

 
16 Estas actividades están definidas en el Decreto 1076 del 2015. Tipifican los proyectos a gran escala, 
aquellos ubicados en zonas ambientales sensibles o con intervención significativa en ecosistemas, y 
proyectos que tengan impactos acumulativos o sinérgicos con otros proyectos en la región. 
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les permite desempeñar sus funciones con independencia administrativa y 
financiera, siempre en el marco de la política ambiental nacional.  

Herrera Carrascal (2021) advierte que el Ministerio de Ambiente ejerce una 
función de rectoría sin jerarquía efectiva sobre las demás instituciones del 
SINA, lo que ha derivado en una estructura fragmentada y con dificultades de 
coordinación. En particular, la autonomía normativa y administrativa de las 
CAR ha generado tensiones en la implementación uniforme de las políticas 
ambientales, evidenciando una falla estructural que limita la eficacia del 
sistema frente a los desafíos de la minería y refleja la tensión entre unidad 
nacional y diversidad territorial en la gobernanza ambiental. 

Adicionalmente, órganos de control nacional como la Contraloría General de la 
República han identificado la corrupción en algunas CAR como un factor 
crítico que afecta su desempeño.17 Lo anterior, resulta en trámites atrasados, 
falta de transparencia y obstáculos para la inversión en proyectos.  

Dado que modificar el régimen de autonomía de las CAR exigiría reformas 
constitucionales poco viables en el corto plazo, una alternativa más factible 
consiste en avanzar en su modernización institucional mediante la 
estandarización de procesos clave, la automatización de trámites, el 
fortalecimiento de los sistemas de información y la interoperabilidad entre 
entidades, así como el aumento de la trazabilidad y el acceso público a las 
decisiones ambientales.  

Otro factor relevante de la institucionalidad ambiental en Colombia es la 
incidencia de factores ideológicos en la toma de decisiones dentro de las 
entidades responsables. Si bien la normativa establece los marcos de 
actuación, en ocasiones las perspectivas políticas y las visiones de desarrollo de 
los funcionarios pueden influir en la interpretación y la aplicación de la 
regulación. Este fenómeno es complejo de medir y puede variar 
significativamente entre entidades y periodos de gobierno. 

Lo que muestra la literatura, es que la ideología política puede condicionar las 
actitudes y el respaldo ciudadano hacia la regulación ambiental, incluso a nivel 
local (Guo, Nisbet y Martin, 2019), lo que sugiere que las posturas frente a la 
gestión ambiental no dependen únicamente del conocimiento técnico del 
fenómeno, sino que están mediadas por percepción de riesgo, exposición 
informativa y orientación ideológica. Esta dinámica es relevante para entender 

 
17 La Contraloría General de la República ha identificado en sus auditorías irregularidades recurrentes en 
las Corporaciones Autónomas Regionales (como contratación directa excesiva, obras inconclusas y 
deficiencias en el manejo presupuestal de los recursos ambientales), hallazgos que en algunos casos 
han sido trasladados a la Fiscalía y la Procuraduría para las investigaciones penales y disciplinarias 
correspondientes (Contraloría General de la República, s.f.).  
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por qué la gestión ambiental en Colombia tiende a politizarse, ya sea en la 
institucionalidad minera, como en la gobernanza de las entidades 
ambientales. 

En este caso, la ausencia de una jerarquía efectiva del MADS sobre el SINA deja 
a cada CAR más expuesta a que su propia composición política, que puede 
estar determinada en parte por estas mismas dinámicas ideológicas, 
condicione el rigor con que ejerce sus funciones, acentuando la 
heterogeneidad territorial en la gestión ambiental de los proyectos mineros 

Así, la fragmentación institucional documentada por Herrera Carrascal (2021) 
no es, entonces, sólo un problema de eficiencia administrativa, sino una 
condición que facilita la heterogeneidad, y en ocasiones la captura de las 
decisiones ambientales que afectan directamente la viabilidad y los tiempos 
de los proyectos mineros.  

La autonomía de las entidades ambientales constituye un pilar esencial del 
modelo de gobernanza ambiental colombiano y no debería interpretarse 
como un obstáculo en sí mismo. No obstante, en ausencia de mecanismos 
efectivos de coordinación y armonización, dicha autonomía puede derivar en 
diferencias sustantivas en la implementación de las políticas y en su alineación 
con los lineamientos nacionales y las buenas prácticas, generando una 
fragmentación institucional asociada tanto a factores normativos como a la 
discrecionalidad propia de la gestión pública. 

Para el sector minero, esta situación puede traducirse en decisiones 
ambientales influenciadas por distintos enfoques institucionales y en desafíos 
de coordinación interinstitucional, lo que puede dificultar una respuesta 
estatal homogénea para equilibrar el desarrollo económico y la sostenibilidad, 
una tensión que es muy marcada en el desarrollo de proyectos extractivos en 
Colombia. 

A diferencia de las CAR, cuya exposición a la dinámica política opera por vía 
territorial a través de la composición de sus juntas directivas, en la ANLA este 
mismo fenómeno se transmite por una vía distinta, porque al ser una entidad 
nacional cuya dirección depende del nombramiento presidencial, su 
orientación técnica e ideológica puede variar de forma significativa entre 
periodos de gobierno, afectando de manera uniforme las decisiones de 
licenciamiento en todo el territorio nacional.   

En cuanto a la articulación interinstitucional, deben establecerse mecanismos 
de coordinación obligatoria entre el MADS y las CAR, las cuales pueden decidir 
dentro de su respectivo territorio, pero bajo un mismo manual técnico 
nacional. Asimismo, fortalecer las auditorías externas y la rendición de cuentas 
de las entidades ambientales permitiría reducir la discrecionalidad o 
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arbitrariedad ya sea por razones políticas o ideológicas y garantizar decisiones 
basadas en criterios técnicos estandarizados. Esto daría mayor estabilidad 
regulatoria al sector minero y posicionaría a Colombia como un actor confiable 
para la inversión en proyectos de minerales estratégicos. 

La ausencia de estos elementos de certidumbre institucional sigue limitando 
los incentivos para investigar, invertir o formalizar proyectos en minerales 
estratégicos no energéticos. Un caso ilustrativo es el del cobre, cuyo desarrollo 
en Colombia continúa enfrentando barreras institucionales y regulatorias que 
dificultan su aprovechamiento a escala industrial. 

El mejor ejemplo de lo anterior es el proyecto Quebradona que, aunque 
considerado de clase mundial, permanece detenido tras el archivo de su 
licencia ambiental por parte de la ANLA en 2021 y la posterior negativa de la 
ANM para prorrogar el título minero en 2025. Ambas decisiones explican que 
se sustentaron en consideraciones técnicas y sociales, no obstante, la ausencia 
de mecanismos de corrección progresiva, acompañamiento estatal e 
integración de criterios estratégicos resultó en decisiones que descartan el 
proyecto sin una evaluación integral de su carácter estratégico para el país, 
consolidando una señal negativa para el desarrollo del cobre y otros minerales 
no energéticos en Colombia. 

De manera similar, proyectos en Córdoba no han logrado superar las barreras 
de licenciamiento ambiental. Estos desajustes evidencian la necesidad de 
revisar la arquitectura institucional para alinear incentivos con los objetivos 
estratégicos del país y facilitar la diversificación productiva.  
A su vez, empresas como Freeport y Rio Tinto han manifestado interés en 
desarrollar proyectos de cobre en Colombia y su éxito dependerá de contar con 
un marco regulatorio claro, transparente y capaz de equilibrar sostenibilidad 
ambiental con la competitividad del país para atraer proyectos mineros de talla 
mundial. 
 
 

Minerales Estratégicos en la Política Pública y el 
Marco Regulatorio Nacional 

 
 
Colombia cuenta con una riqueza de recursos naturales que debe seguir 
siendo aprovechada para mejorar la calidad de vida de su población. Según la 
Asociación Colombiana de Minería (ACM, 2025), el sector minero genera más 
de 150.000 empleos directos y representa cerca del 25% de las exportaciones 
del país, destacando su papel fundamental en la economía nacional. 
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Es por eso que la implementación de un marco regulatorio claro para los 
minerales estratégicos permitiría incrementar significativamente estos 
indicadores y, además, posicionar a Colombia como un actor relevante en la 
transición energética y la digitalización global. 

La Agencia Internacional de Energía (IEA, 2025) prevé un crecimiento 
considerable de la demanda de minerales energéticos en los próximos años, 
proyectando a 2040, en la que, por ejemplo, la demanda de litio podría 
incrementarse hasta ocho veces, impulsada por su uso en baterías para 
vehículos eléctricos y sistemas de almacenamiento.  

Respecto al cobre, la IEA proyecta que su demanda se duplicará para 2040. 
Este crecimiento se impulsará principalmente por la expansión de tecnologías 
limpias, redes eléctricas, energías renovables y vehículos eléctricos, cuya 
demanda de cobre también se duplicará en el mismo periodo. De este modo, 
Colombia debe considerar que el cobre se consolidará como uno de los 
minerales fundamentales para la transición energética en la próxima década 
(IEA, 2025). 

El aumento de la demanda global de minerales estratégicos podría 
representar una oportunidad significativa para Colombia. Por consiguiente, 
resulta fundamental que los responsables de la toma de decisiones, la opinión 
pública y la sociedad en general reconozcan la importancia de gestionar de 
manera responsable la riqueza mineral nacional para impulsar una nueva 
etapa de industrialización y desarrollo. 

Por lo tanto, la implementación de una estrategia integral le permitiría a 
Colombia fortalecer su posición internacional, mientras satisface sus crecientes 
necesidades fiscales y asegura que los beneficios de esta transformación 
lleguen tanto a las regiones con potencial minero como al país en general.  

No obstante, para alcanzar estos objetivos aún persisten desafíos significativos, 
ya que Colombia sigue siendo un territorio poco explorado en minerales 
estratégicos, pese a su riqueza geológica. 

Como se mencionó anteriormente, el Servicio Geológico de los Estados Unidos 
(USGS) no clasifica a Colombia como un líder global en reservas de minerales 
estratégicos, pero identifica de manera consistente al país como poseedor de 
un potencial significativo en carbón, oro, níquel, metales del grupo del platino 
y esmeraldas, al tiempo que señala perspectivas emergentes, aunque aún 
incipientes, en cobre y eventualmente en tierras raras (U.S. Geological Survey, 
2025).  

Pero Colombia debe hacer la tarea. Hoy en día, uno de los principales insumos 
oficiales para promover oportunidades de inversión es el Mapa de Potencial 
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Mineral, elaborado por el Servicio Geológico Colombiano (SGC), con el cual el 
país se presenta en ferias internacionales, sin embargo, este instrumento 
evidencia un rezago en la generación de información geocientífica conforme a 
estándares internacionales. Esto limita la capacidad del país para ofrecer 
certeza técnica a los inversionistas y reduce la competitividad de Colombia 
frente a otros destinos mineros.  

Esta brecha en el conocimiento geológico constituye un verdadero cuello de 
botella para el desarrollo comercial de los minerales estratégicos. Al mismo 
tiempo, expone al país a una mayor vulnerabilidad frente a la politización de 
las decisiones mineras y dificulta la consolidación de un marco regulatorio 
sólido que garantice su aprovechamiento responsable. 

Hay que considerar que el Código de Minas establece que el riesgo y la 
responsabilidad de la exploración recaen en el sector privado. En este contexto, 
la Agencia Nacional de Minería, apoyada en la información técnica del SGC, ha 
delimitado las Áreas Estratégicas Mineras como un instrumento para orientar 
la inversión y focalizar esfuerzos. Aunque el origen y evolución de las AREM se 
explicarán más adelante, es importante señalar que los estudios disponibles 
aún carecen del nivel de detalle exigido por estándares internacionales de 
exploración. Esta insuficiencia técnica reduce la percepción de certeza para los 
inversionistas y, en consecuencia, eleva el riesgo asociado a la exploración de 
minerales estratégicos en Colombia.  

A diferencia de países como Chile y Perú, que han fortalecido sus servicios 
geológicos para atraer inversión en minerales estratégicos, Colombia enfrenta 
un doble desafío: un alto nivel de burocracia y una institucionalidad geológica 
debilitada, factores que restringen su competitividad en el posicionamiento 
como actor de la nueva economía global de la descarbonización y la 
digitalización. 

En este contexto, resulta prioritario analizar si el marco regulatorio vigente 
permite aprovechar plenamente el potencial de los minerales estratégicos en 
Colombia y si realmente responde a las necesidades del desarrollo nacional. 

El Código Minero o la Ley 685 del 2001, constituye el núcleo del régimen jurídico 
minero en Colombia. La expedición del Código de Minas representó una 
innovación en el marco regulatorio del sector mediante la consolidación del 
modelo de concesión como esquema principal para el desarrollo de la 
actividad minera en el territorio nacional.  

Este cambio preparó al país para el nuevo siglo, en el que el Estado asumió 
funciones de planificación, regulación y fiscalización, mientras delegaba en el 
sector privado la ejecución de proyectos extractivos y confiaba en su capacidad 
para generar empleo, inversión y crecimiento económico. 
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En 2006, el Plan Nacional de Desarrollo Minero - Visión 2019 -  buscó consolidar 
la política minera como una política de Estado, enfatizando que la minería 
debía desarrollarse bajo principios de sostenibilidad. Esto implicaba que la 
actividad minera no solo generaría beneficios económicos para los 
empresarios, sino que también contribuiría al bienestar de las comunidades 
locales y al desarrollo económico del país. 

Esta obligación designaba al Estado en su rol de fiscalizar y vigilar el 
cumplimiento de los contratos mineros y las condiciones técnicas, ambientales 
y sociales establecidas. Así, su papel frente a la minería se resume en tres 
funciones principales: facilitar el desarrollo de la actividad minera, promover 
que ésta sea sostenible y fiscalizar su adecuado aprovechamiento. (Unidad de 
Planeación Minero-Energética, 2006). 

Si bien el Plan Nacional de Desarrollo Minero - Visión 2019 - sirvió como guía 
estratégica para consolidar la minería como política de Estado y expandir el 
sector bajo principios de sostenibilidad, en la práctica su implementación 
enfrentó dificultades en la coordinación institucional y en la creación de 
mecanismos de participación que anticipan conflictos sociales. Estas 
limitaciones hicieron que este plan funcionara más como un horizonte 
programático que como una meta plenamente alcanzada. Aunque en ese 
momento aún no existía en Colombia el concepto de minerales estratégicos, 
este plan constituye un antecedente relevante que podría articularse con esa 
noción en retrospectiva, pues sentó las bases de una política minera estatal 
que más adelante se vincularía con los desafíos de la transición energética y 
tecnológica.  

En 2010, la Ley 1382 intentó reformar el Código de Minas con el propósito de 
actualizar el régimen frente a los nuevos desafíos del sector. Sin embargo, la 
Corte Constitucional la declaró inexequible en la Sentencia C‑366 de 2011 por 
omitir la consulta previa, lo que evidenció que cualquier intento de modernizar 
la regulación minera en Colombia no solo enfrenta retos técnicos e 
institucionales, sino también tensiones profundas con los derechos colectivos 
y los principios constitucionales de participación.  

En consecuencia, la actividad minera sigue regulada por el Código de Minas de 
2001, modificado indirectamente por los Planes Nacionales de Desarrollo y 
otras disposiciones complementarias.  

Por su parte, la Corte Constitucional ha condicionado la aplicación de artículos 
del Código de Minas siempre y cuando se respeten la consulta previa, la 
protección ambiental y los derechos colectivos. En varios fallos, la Corte ha 
ajustado los efectos de sus decisiones para evitar vacíos legales, estableciendo 
reglas transitorias de aplicación que, en la práctica, cumplen una función 
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normativa hasta que el Congreso expida una nueva ley, especialmente en 
materia de titulación minera.   

Históricamente, la actividad minera en Colombia se ha concentrado 
principalmente en el aprovechamiento de un conjunto de minerales, que han 
definido la estructura productiva y regulatoria del sector. Entre ellos se 
destacan: 

 
● Materiales de construcción: Los materiales de construcción constituyen 

la minería no metálica que sostiene el crecimiento urbano en Colombia. 
Este grupo representa algo más del 50% de los títulos mineros vigentes 
(Figura 5), la mayoría vinculados a pequeña minería. Sin embargo, es 
también el segmento con mayores niveles de informalidad e ilegalidad, 
ya que buena parte de la producción se realiza sin título minero ni 
licencia ambiental. Por ello, se ha señalado la conveniencia de establecer 
una regulación diferenciada para esta actividad, dada su relevancia en el 
mercado interno y sus particularidades frente a otros minerales 
estratégicos.18 

● Carbón: Colombia es uno de los principales exportadores de carbón 
térmico del mundo, siendo este el principal mineral de exportación, con 
una producción concentrada principalmente en los departamentos de 
La Guajira y Cesar.19 

● Materiales preciosos (oro, plata, platino y esmeraldas): extraídos tanto 
por grandes empresas como por mineros artesanales. Colombia se 
destaca como el principal exportador de esmeraldas del mundo, cuya 
extracción se concentra en Boyacá y Cundinamarca.  

● Cobre y Níquel: minerales metálicos de creciente importancia 
estratégica. En Colombia, la principal producción de níquel corresponde 
al ferroníquel, especialmente en el departamento de Córdoba, donde se 
encuentra la mina de níquel más importante del país (Cerro Matoso).20 El 
cobre, en cambio, representa una frontera emergente a pesar de haber 

 
18 El Ministerio de Minas y Energía de Colombia ha dirigido parte de su política hacia la formalización de 
la minería, con el propósito de reducir la informalidad y mitigar los impactos sociales y ambientales 
asociados a esta actividad minera. Sin embargo, la literatura especializada advierte que, sin mecanismos 
efectivos de control y supervisión, los procesos de formalización pueden incentivar conductas no 
deseadas.  
19 El predominio del carbón en la estructura minera nacional ha llevado a que, en distintos análisis, se 
afirme que Colombia es más un país carbonero que minero, reflejando la concentración de su actividad 
extractiva en este recurso y la limitada diversificación hacia otros minerales. 
20  En Colombia, el mineral de níquel extraído no se exporta en su estado natural, sino que es sometido a 
un proceso industrial que produce ferroníquel, una aleación de hierro y níquel.  Este ferroníquel 
constituye el principal producto de exportación y se utiliza principalmente en la fabricación de acero 
inoxidable, dada su capacidad para conferir resistencia y durabilidad.  



Observatorio de Energía y Recursos Estratégicos – OERE  

45|  
 

sido clasificado como mineral estratégico desde el 2012. (Ministerio de 
Minas y Energía, 2012). 

 
 

Figura 5. Titulación y actividad minera en Colombia. 
 
 

 

 
Nota: * títulos mineros por etapa contractual — Grupo de Seguimiento y Control ANM. * Clasificación 
realizada considerando el mineral principal dentro de los minerales autorizados para cada título minero.  
 
 

Fuente: adaptado de Agencia Nacional de Minería. (2026). Minería en cifras. 
 
 

¿Cómo ha intentado entonces el Estado colombiano incorporar los minerales 
estratégicos en la política pública y actualizar el régimen minero frente a los 
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nuevos desafíos económicos y tecnológicos? La respuesta a este interrogante 
se ha canalizado principalmente a través de los Planes Nacionales de 
Desarrollo, que han operado como el principal vehículo de ajuste normativo del 
sector y como la herramienta mediante la cual se han introducido 
disposiciones específicas sobre minerales estratégicos.  
 
 

▶ Planes de Desarrollo como vehículo de actualización de 
política pública para minerales estratégicos  

 
 

A pesar de que el intento de reforma al Código de Minas fue declarado 
inconstitucional, este sí ha sido objeto de actualizaciones progresivas a través 
de los distintos Planes Nacionales de Desarrollo, que han introducido 
modificaciones sustantivas en la política minera colombiana. Entre ellos se 
destacan la Ley 1450 de 2011, correspondiente al Plan Nacional de Desarrollo 
(PND) 2010–2014, y la Ley 1753 de 2015, que expide el PND 2014–2018. 
En la Ley 1450 de 201121 se introdujo por primera vez el concepto de minerales 
estratégicos, reafirmando la autonomía de la autoridad minera para 
determinar los minerales de interés estratégico nacional y otorgándole la 
facultad de delimitar zonas de interés de minerales estratégicos en áreas libres 
del territorio colombiano. 
 
Esta facultad respondió, en su momento, a una necesidad coyuntural más que 
a un ejercicio técnico de priorización en la medida en que estas áreas fueron 
declaradas Estratégicas Mineras no necesariamente por estar plenamente 
identificadas como tal en el sentido del presente documento, sino con el 
objetivo de protegerlas de la radicación de solicitudes de títulos mineros con 
fines especulativos, pues en ese periodo existían aproximadamente 11.000 
solicitudes represadas. 
 
También existía la necesidad de proteger ciertas áreas de la actividad minera, 
dado que en ese momento el Ministerio de Ambiente aún no tenía medidas de 
protección ambiental totalmente implementadas. Además, los estudios 
geológicos realizados por Ingeominas (actual Servicio Geológico Colombiano) 
en esas zonas estaban en fases iniciales y no brindaban suficiente información 
para fundamentar decisiones de inversión. 
 
En paralelo, el marco institucional del sector también se transformó. El Decreto 
4131 de 2011 reorganizó el sector geocientífico y dio origen al Servicio Geológico 
Colombiano (SGC). Ese mismo año, el nuevo SGC publicó el informe "Áreas con 

 
21 Por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2010–2014: Prosperidad para Todos. 
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Potencial Mineral para definir Áreas de Reserva Estratégica del Estado," que 
constituyó posteriormente un insumo técnico relevante para la delimitación 
de zonas con minerales de interés estratégico, los cuales fueron formalmente 
declarados por el Ministerio de Minas y Energía mediante la Resolución 180102 
de 2012. 
 
Retomando el desarrollo normativo de las áreas estratégicas, el Decreto 1414 
de 2013 reglamentó parcialmente el artículo 108 de la Ley 1450, estableciendo 
los criterios y procedimientos para la delimitación de las Áreas Estratégicas 
Mineras (AEM). El desarrollo más detallado del concepto llegó con el artículo 20 
de la Ley 1753 de 201522, que creó las Áreas de Reserva Estratégica Mineras 
(AREM). Esta disposición otorgó a la Autoridad Minera Nacional la facultad de 
identificar minerales de interés estratégico y delimitar áreas libres cuya 
vigencia puede mantenerse de manera indefinida, consolidando un régimen 
general de reservas que incluía tres categorías: i) AREM/AEM, ii) reservas para 
la formalización, y iii) reservas para el desarrollo minero-energético (Congreso 
de Colombia, 2015). 
 
Entre 2013 y 2016 la ANM, con apoyo del Servicio Geológico Colombiano (SGC), 
delimitó varias áreas como potenciales Áreas Estratégicas Mineras (AEM), 
creadas por el Decreto 1414 de 2013. Sin embargo, muchas de estas áreas 
enfrentaron conflictos con comunidades, licencias ambientales o 
superposición con otras figuras territoriales, y nunca llegaron a declararse ni 
adjudicarse formalmente, permaneciendo en la práctica, como instrumentos 
de bloqueo más que como vehículos de dinamización minera.  

La constitucionalidad de esta figura fue avalada mediante la Sentencia C-035 
de 2016, que declaró exequible el artículo 20 de la Ley 1753 de 2015, precisando 
que las reservas no prohíben actividades agrícolas ni sustituyen regímenes 
ambientales, sino que buscan organizar la explotación minera en zonas 
estratégicas (Corte Constitucional de Colombia, 2016). Pese a ese respaldo 
judicial, las áreas se mantuvieron indefinidamente sin traducirse en proyectos 
concretos.  

Tras la validación constitucional de las AREM en 2016, el siguiente Plan Nacional 
de Desarrollo  correspondiente al gobierno de Iván Duque (2018–2022),  Ley 
1955 de 201923,  representaba la oportunidad normativa para corregir esta 
brecha entre diseño y ejecución. Pero si bien introduce algunos cambios en el 
Código Minero en comparación con otros temas; a diferencia de los Planes 
Nacionales de Desarrollo anteriores, este no incluyó ninguna política concreta 

 
22 Por la cual se expide el Plan Nacional de Desarrollo 2014–2018: Todos por un Nuevo País. 
23 Plan Nacional de Desarrollo 2018–2022: Pacto por Colombia, Pacto por la Equidad. 
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sobre minerales estratégicos en su normativa ni actualizó la lista establecida 
en 2012.  

No obstante, el Ministerio de Minas y Energía sí hizo un esfuerzo institucional 
para impulsar los minerales estratégicos para la energía, especialmente a 
través de la agenda ExploraCo, orientada a promover la exploración minera en 
el contexto de la transición energética.  

Esta agenda incluyó: (i) la profundización del conocimiento geocientífico en 36 
distritos metalogénicos priorizados por el SGC, con avances en la evaluación 
del potencial mineral de cobre, polimetálicos, fosfatos y uranio; (ii) la realización 
de cuatro rondas de adjudicación de AREM en cobre, fosfatos, oro y carbón, con 
la adjudicación de cinco bloques de cobre; y (iii) la modernización de la gestión 
minera mediante la implementación del sistema AnnA Minería, la fiscalización 
satelital 5G y la mejora del RUCOM24.  

En conjunto, estos avances, que abarcan tanto el fortalecimiento institucional 
iniciado en 2011 como el impulso de la agenda ExploraCo en el gobierno Duque, 
permitieron fortalecer de manera incremental la capacidad institucional y 
técnica del sector minero, con énfasis en una minería más moderna y 
progresivamente alineada con los desafíos de la transición energética. Sin 
embargo, estos resultados respondieron principalmente a iniciativas 
administrativas de carácter coyuntural, más que a un marco estructural 
sustentado en una planeación de largo plazo de la política minera.  

La política minera impulsada por el gobierno de Gustavo Petro, diseñada bajo 
el enfoque "Minerales para la Vida" y presentada como alineada con los 
objetivos de la Ley 2294 de 2023 (PND 2022–2026), tampoco incluyó el tema de 
minerales estratégicos como un capítulo separado del plan, replicando el 
patrón de la administración anterior.  

La experiencia colombiana demuestra entonces que no ha logrado 
consolidarse una verdadera política de minerales estratégicos. La falta de 
continuidad institucional, el déficit de información geocientífica, la 
inoperatividad de las AREM (entendida como la brecha entre su diseño 
normativo y la aplicación práctica, pues aunque la figura existe en el 
ordenamiento no logró desplegar efectos reales y las reservas se mantuvieron 
indefinidamente sin adjudicación, sin proyectos concretos y con conflictos 
institucionales y sociales que limitaron su operatividad), terminaron por vaciar 

 
24 El Registro Único de Comercializadores de Minerales (RUCOM), creado por la Agencia Nacional de 
Minería en 2015, es un mecanismo que asegura la trazabilidad y legalidad de los minerales en Colombia. 
Solo los explotadores mineros autorizados pueden vender, y los comercializadores inscritos deben 
comprar exclusivamente de estas fuentes, lo que permite certificar la procedencia lícita y reducir la 
comercialización de minerales extraídos ilegalmente. 
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de contenido la intención original. Todo ello evidencia que los PND operaron 
más como instrumentos declarativos que como una estrategia nacional 
coherente.  

Esto mantiene el siguiente patrón estructural: la política de minerales 
estratégicos ha operado principalmente como una agenda sectorial, apoyada 
en lineamientos e instrumentos administrativos, pero carece de un respaldo 
normativo de alcance legal que garantice su continuidad y liderazgo dentro de 
la política de Estado. Patrón que el próximo ciclo de planeación tiene la 
oportunidad de romper.  
 
 

▶ Recientes desarrollos en la política de minerales estratégicos 
 
 
En marzo de 2023, la Vicepresidencia de Promoción y Fomento de la Agencia 
Nacional de Minería, a través de su Grupo de Promoción, presentó al Consejo 
Directivo el documento Lineamientos para el Establecimiento de Minerales 
Estratégicos en Colombia. Esta propuesta buscó establecer una nueva 
clasificación de minerales estratégicos, reconociendo los cambios en el 
escenario internacional derivados de la transición energética, las tensiones 
geopolíticas y la necesidad de asegurar las cadenas globales de suministro.  

Luego, con el fin de adoptar estos lineamientos de manera formal, el Consejo 
Directivo de la Agencia Nacional de Minería expidió el Acuerdo 01 de 2023, en 
donde los incluye en un anexo como parte integral del Acuerdo para la 
determinación formal de minerales de interés estratégico. 

Este Acuerdo (Agencia Nacional de Minería, 2023), establece los siguientes 
lineamientos para su determinación: 

● Soberanía del Estado colombiano sobre los recursos minerales de 
propiedad estatal. 

● Existencia de ambientes geológicos favorables y priorización de la 
investigación. 

● Demanda de minerales para la transición energética. 

● Demanda de minerales para la seguridad alimentaria. 

● Demanda de minerales para el desarrollo industrial y de la 
infraestructura pública. 
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● Minerales para el autoabastecimiento. 

● Minerales para la asociatividad. 

En noviembre de 2023, la ANM expidió la Resolución 1006, mediante la cual 
definió oficialmente el listado de minerales de interés estratégico y derogó la 
Resolución 180102 de 2012. Aunque la norma no define explícitamente el 
concepto de “grupo estratégico”, la clasificación adoptada agrupa los 
minerales según características o encadenamientos productivos, en lugar de 
listarlos de forma individual. 

Lo anterior confirma la potestad de la ANM, respaldada por la Ley 1450 de 2011, 
el Decreto-Ley 4134 de 2011, la Ley 1753 de 2015 y el Decreto 1681 de 2020, para 
definir criterios técnicos y metodológicos en materia de minerales estratégicos. 
La Resolución 1006 de 2023 constituye el acto mediante el cual la ANM 
materializa esa competencia y determina oficialmente los minerales 
estratégicos para el país, derogando la Resolución 180102 de 2012. 

Adicionalmente, la Resolución 1006 señala que el listado deberá ser revisado 
en un período no menor a tres años, recogiendo la recomendación del 
documento técnico Determinación de minerales de interés estratégico para 
Colombia de octubre de 2023, que a su vez reitera la formulada en los 
Lineamientos de marzo de 2023. Igualmente, precisa que la Autoridad Minera 
puede ejercer esa atribución antes de dicho lapso si lo estima conveniente 
(Agencia Nacional de Minería, 2023d).  

El tránsito entre el insumo técnico y el acto normativo, sin embargo, no es 
trazable. El documento de marzo de 2023 propuso un listado preliminar de 
veintiocho minerales; la Resolución 1006 determinó diecisiete grupos, sin que 
sea posible reconstruir públicamente por qué quedaron fuera minerales 
asociados a la transición energética como el litio, el cobalto, el grafito o las 
tierras raras. 

A lo anterior se suma una divergencia entre entidades, pues la UPME, en el 
marco del Plan Nacional de Desarrollo Minero 2024–2035, definió sus propios 
grupos de minerales estratégicos con base en el potencial geológico del país, 
los usos industriales y el vínculo con la transición energética, y su propio plan 
de acción asigna a la UPME la tarea de actualizar en el Plan Energético 
Nacional "los minerales estratégicos para el país, determinados por la Agencia 
Nacional de Minería", de modo que el instrumento reconoce la competencia 
ajena en un apartado y la desconoce en su Anexo 4. 

Si bien este Anexo 4 del PNDM 2024–2035 corresponde a un insumo técnico 
elaborado por la UPME, al ser incorporado en un instrumento normativo 
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ministerial adquiere apariencia de política pública. Esta duplicidad es la que 
genera la incoherencia institucional: el propio plan reconoce en su plan de 
acción que la competencia para determinar minerales estratégicos recae en la 
ANM, pero simultáneamente presenta un listado propio en su anexo. El 
resultado es un tránsito confuso entre insumo técnico y política pública, que 
debilita la seguridad jurídica y la coherencia ministerial.  

Nada de esto obedece a un vacío normativo. El Decreto 1681 de 2020 radicó la 
competencia en la ANM y en la misma disposición situó a la UPME y al Servicio 
Geológico Colombiano como entidades con las que la Agencia debe coordinar 
la priorización de diagnósticos, investigaciones y análisis; el diseño es explícito 
tanto en quién decide como en el papel que corresponde a las demás 
entidades del sector. Tampoco obedece a la falta de instancias: el Comité de 
Coordinación y Planeación Minera (COCPMI) reúne al Viceministerio de Minas, 
la UPME, la ANM, el SGC y el DNP, y el PNDM lo reconoce como instancia de 
coordinación permanente. Sus funciones, no obstante, están redactadas en 
clave de recomendación apoyar, sugerir la adopción de instrumentos, 
recomendar la asignación de recursos, de manera que ninguna instancia tiene 
la facultad de armonizar los instrumentos de las entidades que la integran. El 
resultado es que el Estado colombiano sostiene simultáneamente dos 
definiciones oficiales de qué mineral es estratégico. 
 
 

Tabla 1. Cuadro comparativo categorización de Minerales Estratégicos por 
normativa 

 
 

 

Mineral 

Resolución 
180102 de 

2012 

ANM – 
Lineamientos 

marzo 2023 
(28 minerales) 

ANM – 
Resolución 1006 
noviembre 2023 

(17 grupos) 

UPME – PNDM 
2024–2035 (17 

grupos) 

Litio ✖ No 
aparece 

✔ Incluido  ✖ No aparece ✖ No aparece 

Cobre ✔ Incluido ✔ Incluido ✔ Incluido ✔ Incluido 

Níquel ✖ No 
aparece 

✔ Incluido ✔ Incluido ✔ Incluido  

Cromo ✖ No 
aparece 

✖ No aparece ✔ Incluido ✔ Incluido  
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Cobalto ✖ No 
aparece 

✔ Incluido ✖ No aparece ✖ No aparece 

Grafito ✖ No 
aparece 

✔ Incluido  ✖ No aparece ✖ No aparece 

Uranio ✔ Incluido  ✔ Incluido  ✖ No aparece ✖ No aparece 

Tierras raras ✖ No 
aparece 

✔ Incluido  ✖ No aparece ✖ No aparece 

Zinc ✖ No 
aparece 

✔ Incluido  ✔ Incluido  ✔ Incluido 

Molibdeno ✖ No 
aparece 

✔ Incluido ✖ No aparece ✖ No aparece 

Coltán (Nb–Ta) ✔ Incluido  ✔ Incluido ✖ No aparece ✖ No aparece 

Oro ✔ Incluido  ✔ Incluido ✔ Incluido ✔ Incluido 

PGM (Platino–
Pd–Ru) 

✔ Incluido 
el Platino 

✔ Incluido 
(PGM)  

✔ Incluido (PGM)  ✔ Incluido 
(PGM)  

Hierro ✔ Incluido ✔ Incluido ✔ Incluido ✔ Incluido  

Manganeso ✖ No 
aparece 

✔ Incluido ✔ Incluido ✔ Incluido 

Carbón 
metalúrgico 

✔ Incluido ✔ Incluido ✔ Incluido ✔ Incluido 

Fosfatos ✔ Incluido ✔ Incluido ✔ Incluido ✔ Incluido 

Magnesio ✔ Incluido ✔ Incluido ✔ Incluido ✔ Incluido 

Potasio ✔ Incluido ✔ Incluido ✖ No aparece ✖ No aparece 

Azufre ✖ No 
aparece 

✔ Incluido ✖ No aparece ✖ No aparece 

Bauxita / 
Aluminio 

✖ No 
aparece 

✔ Incluido ✔ Incluido ✔ Incluido 

Materiales de 
construcción 

✖ No 
aparece 

✔ Incluido ✔ (arenas, gravas, 
arcillas)  

✔ (arenas, 
gravas, arcillas)  
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Arenas silíceas 
(silicio) 

✖ No 
aparece 

✔ Incluido ✔ Incluido ✔ Incluido (s  

Titanio ✖ No 
aparece 

✔ Incluido ✖ No aparece ✖ No aparece 

Vanadio ✖ No 
aparece 

✔ Incluido ✖ No aparece ✖ No aparece 

Tungsteno ✖ No 
aparece 

✔ Incluido ✖ No aparece ✖ No aparece 

Caliza ✖ No 
aparece 

✔ Incluido ✔ Incluido  ✔ Incluido  

Yeso ✖ No 
aparece 

✔ Incluido ✔ Incluido  ✔ Incluido  

Esmeraldas ✖ No 
aparece 

✔ Incluido ✔ Incluido  ✔ Incluido  

 
 
Fuente: elaboración propia a partir de la Resolución 180102 de 2012, los Lineamientos 
para la determinación de minerales estratégicos de la Agencia Nacional de Minería 
(marzo de 2023), la Resolución ANM 1006 de 2023 y el Plan Nacional de Desarrollo 

Minero 2024–2035 de la UPME. 
 
 
Esta señal institucional sobre los minerales estratégicos tiene impacto directo 
en la atracción de inversión, la orientación de la exploración geocientífica y la 
inserción del país en las cadenas globales de valor asociadas a la transición 
energética. En ausencia de una posición clara y articulada, Colombia se 
aproxima a este debate estratégico sin una agenda definida ni una estrategia 
competitiva.  

El riesgo, por tanto, no es solo de inconsistencia regulatoria, sino de irrelevancia 
estratégica en un proceso de reconfiguración global de cadenas de valor en el 
que varios competidores regionales ya han tomado decisiones clave. 

En cuanto a la información geológica, en 2023 el Servicio Geológico 
Colombiano (SGC) lanzó el Plan Estratégico de Conocimiento Geocientífico y 
Nuclear 2023–2032, con el objetivo de eliminar el retraso histórico en la 
información geocientífica y nuclear del país. Según se presenta, este plan se 
centra en generar datos de alta calidad sobre recursos minerales, energéticos 
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y de geotermia, proporcionando insumos técnicos vitales para que la política 
minera tenga una base sólida. 

Sin embargo, desde una perspectiva crítica, distintos actores han advertido 
que este esfuerzo puede quedar en un mero acto simbólico si no cuenta con 
financiamiento sostenible, coordinación interinstitucional y mecanismos 
efectivos para la utilización de la información.  

En particular, la Asociación Colombiana de Geólogos y Geofísicos del Petróleo 
(ACGGP) ha señalado que Colombia sigue en desventaja en exploración y 
conocimiento geológico, por lo que planes como el del SGC podrían quedar 
solo en documentos aspiracionales si no se traducen en proyectos específicos 
de inversión público-privada. 

En este contexto de desarticulación Estatal, y para agravar la situación, con 
preocupación se señala que en octubre del 2025, el gobierno de Gustavo Petro 
radicó ante el Congreso un proyecto de “Ley Minera para la Transición 
Energética Justa, la Reindustrialización Nacional y la Minería para la Vida”, el 
cual lejos de resolver las contradicciones previamente señaladas entre la ANM, 
la UPME y el SGC, las empeora al introducir un modelo estatizado y restrictivo 
que no dialoga con los esfuerzos técnicos de caracterización y planificación.  

En lugar de articular una política coherente de minerales estratégicos, el país 
corre el riesgo de sumar un nuevo instrumento normativo que reproduce la 
dispersión institucional y debilita la seguridad jurídica, dejando a Colombia sin 
un marco integral que permita aprovechar de manera ordenada y sostenible 
la oportunidad geopolítica que representan estos recursos. Este no es el 
proyecto de Ley que Colombia necesita para dinamizar su actividad minera del 
siglo XXI, todo lo contrario. 
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MARCO DE REGALÍAS Y FISCALIDAD 
MINERA: ¿COMPETITIVIDAD PARA 
INVERSIÓN? 
 
 
La regalía es la compensación económica obligatoria que las empresas que 
participan en proyectos de minería o hidrocarburos deben abonar al Estado. 
Esto se debe a que el Estado es el dueño del subsuelo y de los recursos 
naturales no renovables, y la regalía garantiza el reconocimiento de esa 
propiedad y ayuda a financiar el desarrollo tanto nacional como regional.  

En Colombia, solo los sectores de hidrocarburos y minería están obligados a 
pagar regalías. Según el artículo 361 de la Constitución Política, las regalías 
representan una contraprestación económica a favor del Estado por la 
explotación de recursos naturales no renovables. Este principio ha sido 
desarrollado por varias leyes complementarias, entre las cuales destacan: 

● Ley 141 de 1994 (“Ley de Regalías”), que regula la administración y 
distribución de estos recursos. 

● Ley 756 de 2002, que modificó porcentajes de asignación y criterios de 
distribución. 

● Ley 858 de 2003, que introdujo ajustes específicos para el sector. 

● Ley 1530 de 2012, que creó el Sistema General de Regalías (SGR), 
ampliando la distribución de regalías a todas las entidades territoriales, 
no solo a las productoras, y buscando mayor equidad y transparencia en 
su gestión. 

● Ley 2056 de 2020, introdujo una reforma importante al Sistema General 
de Regalías, aumentando la participación de las entidades territoriales 
productoras y destinando recursos adicionales a proyectos regionales y 
locales de impacto. La reforma buscaba solucionar las limitaciones del 
modelo anterior, mejorar la eficacia en la gestión de recursos, fortalecer 
la transparencia y fomentar el desarrollo sostenible mediante mayor 
inversión en ciencia, tecnología e innovación. Además, responde a la 
necesidad de distribuir de manera más equitativa y eficiente los 
beneficios de la explotación de minerales estratégicos entre las regiones 
y la Nación. 

Las regalías mineras se calculan sobre el valor bruto de la producción en la boca 
de mina, con un porcentaje que varía según el mineral.  
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Una aclaración clave es que las regalías no reemplazan a los impuestos, sino 
que son un pago adicional y exclusivo al sector de hidrocarburos y minería. Por 
ello, una empresa minera o petrolera paga regalías por su producción y, 
además, tributa según sus ingresos y operaciones, como cualquier otra 
empresa. En la literatura internacional, a estos pagos al Estado se les llama 
"government take", que traduce literalmente “lo que toma el gobierno.” 

En este sentido, la deducibilidad de las regalías es crucial por motivos de 
equidad fiscal: si no se permitiera, las empresas enfrentarían una doble 
tributación sobre la misma base, rompiendo con el principio de neutralidad y 
causando una carga fiscal excesiva. La experiencia en países mineros y 
petroleros como Chile, Perú y Canadá muestra que las regalías son aceptadas 
como costos deducibles para preservar la coherencia del sistema fiscal y 
mantener la competitividad internacional. Además, la Corte Constitucional de 
Colombia ha señalado que las regalías son contraprestaciones económicas por 
explotar recursos de propiedad estatal, no tributos; por tanto, su deducibilidad 
en renta previene que se conviertan en una carga confiscatoria y asegura la 
justicia fiscal. 

El régimen de regalías vigente, establecido por la Ley 756 de 2002, define 
porcentajes diferenciados según el mineral. Sin embargo, estos porcentajes no 
se corresponden con las categorías de minerales estratégicos formuladas 
recientemente por la UPME y la ANM, por lo que minerales clave para la 
transición energética, como el litio y las tierras raras, no tienen aún un 
tratamiento específico dentro del marco legal de las regalías. 

Esta falta de articulación entre el marco fiscal y la política de minerales 
estratégicos refleja de nuevo una fragmentación institucional: mientras unas 
entidades promueven la explotación de ciertos minerales por su valor 
estratégico, el régimen tributario continúa operando bajo parámetros 
desactualizados, sin coordinación ni coherencia con los objetivos de 
competitividad y seguridad energética. 

En cuanto a la carga fiscal, diversas voces del sector han advertido sobre los 
efectos que la actual estructura fiscal genera en la competitividad minera, al 
respecto el presidente de Cerro Matoso advirtió que el gobierno colombiano 
impone una de las cargas tributarias más elevadas del mundo al sector minero, 
con un government take de alrededor del 70%, lo que, según la Asociación 
Colombiana de Minería, afecta la competitividad y desincentiva la inversión 
(LaRazón.co, 2024). 

En la siguiente tabla se presenta una comparación del porcentaje de 
“government take” entre países con potencial minero en América Latina, lo que 
confirma que Colombia se desmarca del promedio regional, con una carga 
fiscal mucho más alta que la de sus pares y competidores en la inversión 
minera. 
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Tabla 2. Cuadro comparativo Government Take entre países 
 
 

País  Government 
Take (%) 

Observaciones Clave 

Colombia ~70% Uno de los más altos del mundo. Incluye 
regalías, impuestos y contribuciones 
locales. 

Bolivia  ~50% La elevada participación estatal, incluye 
regalías, impuestos y aportes adicionales. 

Perú ~45%  

Chile  ~40% Un modelo competitivo. Regalías 
moderadas y carga tributaria estable. 

Brasil ~40% Regalías federales (CFEM) más impuestos 
generales; nivel medio. 

Argentina ~35% Carga fiscal relativamente baja para 
atracción de inversión extranjera 

 
 

Fuente: elaboración propia con base en estimaciones comparadas de government 
take para el sector minero, a partir de informes del Banco Mundial, el Fraser Institute, 

el FMI y autoridades fiscales nacionales. Los valores son aproximados y reflejan 
cargas combinadas de regalías, impuestos corporativos y contribuciones sectoriales. 
 
 
Para profundizar en el análisis, la siguiente figura ilustra la disgregación de la 
Tasa Impositiva Promedio (ATR por sus siglas en inglés) aplicada a la industria 
minera en una selección de países de América Latina y el Caribe según un 
informe del World Federation of Development Financing Institutions (WFDFI, 
2023). 
 
El cuadro desglosa los principales componentes tributarios que enfrentan las 
empresas mineras en cada país: las regalías mineras (M.Royalty), el impuesto a 
las ganancias mineras (M.Profit), el impuesto corporativo a la renta (CIT) y otros 
gravámenes. Acá de nuevo se muestra que Colombia tiene la ATR más elevada, 
reflejando las diferencias estructurales lo cual tiene implicaciones directas a la 
competitividad del país en su atractivo de inversión.  
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Figura 6. Carga Tributaria minera por componente en Países de América 
Latina 

 
 

 
 

Nota: ATR = tasa impositiva promedio (Average Tax Rate, por sus siglas en inglés). La regalía minera (M. 
Royalty) es el regalía minero, el impuesto a la utilidad minera (M. Profit) es el impuesto a la utilidad 
minera, y CIT es el impuesto de renta corporativo. Los resultados aquí son "cross resource": el resultado 
se promedia entre los distintos productos incluidos en este estudio para cada jurisdicción particular. 
 
 

Fuente: adaptado de World Federation of Development Financing Institutions 
(WFDFI, 2023). Traducción del inglés con apoyo de IA. 

 
 
Por ello, debido a la necesidad de crear una política de minerales estratégicos 
más coordinada y organizada, es fundamental que los porcentajes de regalías 
se mantengan en niveles competitivos en relación con los estándares 
internacionales, ya que Colombia ya tiene uno de los “government take” más 
altos del mundo.  
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Un diseño fiscal desordenado y excesivamente gravoso no solo afecta la 
competitividad del país, sino que también podría desalentar la inversión en 
minerales estratégicos, limitando la capacidad de aprovechar su potencial para 
la transición energética y el desarrollo industrial. 
 
 

La oportunidad que representan los minerales 
estratégicos para la situación fiscal actual de 

Colombia 
 
 
La situación fiscal de Colombia atraviesa un momento crítico. De acuerdo con 
el Comité Autónomo de la Regla Fiscal (CARF), en 2024 el déficit del Gobierno 
Nacional Central se ubicó en torno al -6,7% del PIB, mientras que la deuda neta 
alcanzó niveles históricamente altos y de carácter estructural. Estos 
desequilibrios fiscales se han profundizado desde la pandemia de 2020, lo que 
refleja tanto la presión sobre el gasto público como las limitaciones en la 
capacidad de recaudo. 

Según cifras del CARF, entre 2019 y 2024 los ingresos del Gobierno Nacional 
apenas aumentaron 0,3 puntos del PIB. En contraste, el gasto total aumentó 
en 4,6 puntos. Esto explica el aumento del déficit y la situación de máximos 
históricos de la deuda pública. 

Estos datos resultan especialmente preocupantes para el país, pues evidencian 
un desequilibrio estructural y persistente entre ingresos y gastos públicos. El 
CARF ha subrayado que tanto el déficit fiscal como la deuda neta han dejado 
de ser fenómenos coyunturales asociados a crisis específicas, como la 
pandemia de 2020 o la recesión global de 2009–2010, para convertirse en un 
nuevo nivel permanente de endeudamiento. En otras palabras, Colombia 
enfrenta un escenario en el que los desbalances fiscales ya no responden a 
choques temporales, sino a una tendencia sostenida que compromete la 
sostenibilidad de las finanzas públicas (Comité Autónomo de la Regla Fiscal, 
2024). 

El CARF advierte que el elevado déficit y la deuda histórica generan riesgos 
significativos para la macroeconomía del país. En primer lugar, reducen el 
espacio para aplicar políticas contra cíclicas en el futuro, dado que una 
proporción creciente del presupuesto se destina al pago de intereses y 
amortizaciones. En segundo lugar, incrementan la vulnerabilidad de Colombia 
frente a choques externos, al limitar su capacidad de respuesta fiscal. 
Finalmente, tensionan el cumplimiento de la Regla Fiscal: según el CARF, con 
la trayectoria actual el país no alcanzará las metas establecidas y requerirá un 
ajuste sustantivo de ingresos y gastos para estabilizar la deuda. 
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En Colombia, el sector minero legal cumple un rol primordial en la 
sostenibilidad de las finanzas públicas, y, aunque su participación directa en el 
PIB nacional no supera actualmente el 2%, este concentra buena parte de la 
actividad económica en las regiones donde opera y genera flujos significativos 
de impuestos, regalías y dividendos para la Nación y las entidades territoriales.25  

Entre 2021 y 2024, la minería (excluyendo el petróleo) generó más de 50 billones 
de pesos en impuestos, regalías y compensaciones, triplicando el promedio de 
años anteriores (Asociación Colombiana de Minería, 2025). Es así, que este 
sector se distingue por su alta contribución relativa: por cada punto de 
participación en el PIB, aporta aproximadamente 4,3 billones de pesos en 
impuesto de renta, lo que lo posiciona como uno de los sectores más eficientes 
en términos de recaudo tributario. 

Aunque este dato podría parecer alentador, debe verse en el contexto de las 
crecientes tensiones tributarias que enfrenta la industria. Según distintas 
afirmaciones de la Asociación Colombiana de Minería, se ha advertido que la 
presión fiscal está comprometiendo la competitividad de Colombia en el 
mercado global de minerales.  

Un indicador crítico de alerta es la evolución de la Inversión Extranjera Directa 
(IED) en el sector minero. Tras una caída cercana al 61% en 2024, en 2025 la 
inversión minera se desplomó en aproximadamente 86%, según recientes 
cifras de la Asociación Colombiana de Minería (ACM), alcanzando su nivel más 
bajo en más de dos décadas. Esta tendencia refleja que, pese a su aporte 
decisivo a las finanzas públicas, la minería enfrenta un escenario de 
vulnerabilidad que podría comprometer su papel como motor de ingresos y 
empleo si no se ajustan las condiciones fiscales y regulatorias principalmente. 

Lo anterior puede ser también un indicador de que Colombia es dependiente 
de una base de proyectos maduros, y que pareciera que no están entrando 
nuevas inversiones a grandes proyectos que podrían sostener el eficiente flujo 
fiscal del sector minero en el tiempo.  

Al mismo tiempo que los minerales estratégicos representan una oportunidad 
importante para mejorar la sostenibilidad fiscal del país, para que el potencial 
de este sector se realice plenamente, es fundamental abordar los desafíos 
estructurales que enfrenta la minería legal y formal en Colombia.  

Entre estos, uno de los más relevantes es el impacto de la minería ilegal e 
informal, que dificulta que el Estado implemente una política efectiva de 

 
25 Según la Asociación Colombiana de Minería en su reporte Minería en Cifras 2025, elaborado con 
cálculos propios a partir de cuentas nacionales del DANE, la minería representó el 1,8% del PIB nacional 
en 2024, con una incidencia mucho mayor en departamentos como Cesar, donde equivalió al 44% de 
su economía en 2023, y La Guajira, con el 57% en ese mismo año. Esta concentración regional muestra 
que, aunque su participación en el PIB nacional es moderada, su impacto territorial es decisivo.  
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minerales estratégicos, afectando tanto los ingresos fiscales como la 
gobernanza territorial. 

 
 

La minería ilegal e informal: desafíos para una 
estrategia integral de minerales estratégicos en 

Colombia 
 
 
La discusión sobre minerales estratégicos en Colombia debe reconocer una 
paradoja central: la afirmación de la soberanía estatal sobre los recursos 
minerales en recientes  documentos oficiales, como los Lineamientos para el 
establecimiento de Minerales Estratégicos en Colombia (ANM, 2023), y su 
contraste con las limitaciones reales en la capacidad institucional y el control 
estatal sobre el territorio. Sin superar la minería ilegal, la soberanía sobre los 
minerales estratégicos sigue siendo más un principio normativo que una 
realidad efectiva. 

Más allá de la titularidad estatal consagrada en la Constitución, la soberanía 
implica la capacidad efectiva del Estado para defender el subsuelo frente a 
actores criminales que lo explotan sin título ni licencia, disputan el control 
territorial y se apropian de rentas públicas. En este sentido, la minería ilegal 
constituye una amenaza directa a la soberanía fiscal, territorial y ambiental, 
pues erosiona los ingresos del Estado, debilita la gobernanza en regiones 
estratégicas y destruye ecosistemas vitales.  

El Ministerio de Defensa Nacional, en el marco de la estrategia MIDAS, la define 
como “una actividad criminal y ambientalmente destructiva, vinculada al 
financiamiento de grupos armados organizados y estructuras de delincuencia 
organizada”. Se considera ilícita no sólo por la ausencia de título, sino también 
por el uso de maquinaria prohibida, contaminación de fuentes hídricas y 
afectación de comunidades” (Ministerio de Defensa Nacional, 2025). 

El único Censo Minero Nacional realizado en Colombia entre 2010 y 2011 por el 
Ministerio de Minas y Energía indicó que aproximadamente el 63% de las 14.357 
Unidades de Producción Minera (UPM) censadas no contaban con título 
minero, por lo tanto, operaban fuera del marco legal. En el caso del oro, la 
situación resultó aún más crítica: el 87% de las UPM auríferas carecían de título, 
lo que evidencia la magnitud de la informalidad, la ilegalidad y la pérdida de 
ingresos fiscales para el Estado. 
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A ello se suma un desequilibrio regulatorio: la actual política minera impone 
cargas excesivas a las empresas que cumplen con las leyes y regulaciones, 
desincentivando la inversión y la formalización, mientras que los esfuerzos 
estatales se han concentrado en restringir la operación de la minería legal más 
que en combatir de manera efectiva la minería ilegal. Como resultado, se 
penaliza a los actores formales y se tolera a quienes operan fuera del marco 
legal, lo que debilita la gobernanza y obstaculiza la transición hacia un sector 
minero formal y sostenible. 

Simultáneamente, la informalidad minera plantea un desafío social y territorial: 
avanzar en procesos de formalización y asistencia técnica que integren a estas 
comunidades en la economía legal, evitando su estigmatización y 
reconociendo su función como fuente de sustento en zonas rurales. Aquí 
resulta clave diferenciar la minería ilegal de la minería artesanal. Aunque el 
Código de Minas de 2001 diferenciaba entre pequeña, mediana y gran minería, 
no reconocía explícitamente la dimensión social de la minería artesanal. Fue 
con el artículo 21 de la Ley 1753 de 2015 (PND 2014–2018) que se introdujo por 
primera vez la categoría de minería de subsistencia, entendida como aquella 
realizada manualmente por personas naturales y enfocada en su sustento 
económico. 
 
El Decreto 1666 de 2016, reglamentó la clasificación minera en Colombia, 
diferenciando la minería de subsistencia de otras escalas productivas y 
estableciendo un marco normativo para avanzar en los procesos de 
formalización y regulación. Con ello, el Estado buscó reconocer la diversidad de 
actores mineros y diseñar políticas públicas más ajustadas a la realidad social y 
económica del sector.  
 
Lo anterior fue el comienzo de la diferenciación entre la minería artesanal y la 
ilegal y abrió el camino hacia políticas de formalización. Sin embargo, la 
implementación de estas políticas ha enfrentado obstáculos importantes en la 
práctica, como la débil capacidad institucional local, la falta de recursos para la 
inspección y el seguimiento, y la persistencia de intereses ilegales en regiones 
mineras.  
 
La Contraloría General de la República, en su Estudio sectorial sobre 
legalización y formalización minera 2017–2024, advierte que, pese a los 
esfuerzos institucionales, la formalización ha tenido un impacto marginal y 
enfrenta obstáculos estructurales como la falta de articulación 
interinstitucional, la insuficiencia de recursos técnicos y financieros y la 
persistencia de altos niveles de informalidad en minerales como el oro aluvial 
y el carbón. El informe concluye que, sin superar estas limitaciones, la política 
de formalización corre el riesgo de convertirse en un ejercicio declarativo sin 
incidencia real en la transformación del sector. 
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La dificultad para articular esfuerzos entre entidades nacionales y territoriales, 
sumada a la limitada asistencia técnica, ha ralentizado los avances en 
indicadores clave de formalización. Además, la expectativa de oportunidades 
de legalización futuras puede incentivar la continuidad de operaciones 
informales, mientras que marcos regulatorios poco claros y la percepción de 
inseguridad jurídica desalientan la inversión.  
 
Por último, la minería ilegal limita la implementación de estándares de 
sostenibilidad, pues la minería responsable exige altos costos de operación y 
cumplimiento normativo, condiciones difíciles de garantizar sin un entorno 
regulado y formalizado. 
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RECOMENDACIONES Y PROPUESTAS DE 
POLÍTICA PÚBLICA  
 
 
Las siguientes recomendaciones parten de un principio central: la política 
minera de Colombia no puede seguir pensándose en ciclos de cuatro años. El 
horizonte debe ser al menos a 2040, con acciones coordinadas que trasciendan 
a los gobiernos de turno y construyan institucionalidad duradera. 

Colombia posee la geología, tiene el momento histórico y tiene la oportunidad 
única de convertirse en un actor relevante en la economía verde y de la 
digitalización a través del desarrollo de su potencial en minerales estratégicos. 
Lo que falta es la decisión política de actuar con visión a largo plazo. 
 
 

Plan Nacional de Desarrollo 2026-2030 
 
 
El Plan Nacional de Desarrollo (PND) 2026–2030 no será el horizonte de la 
política de minerales estratégicos, sino su punto de partida. Utilizarlo como 
ancla normativa permitirá institucionalizar el tema y blindarlo políticamente, 
sentando las bases de una estrategia que debe pensarse mínimo a 2040. Por 
ello, es recomendable incluir un capítulo dedicado a estos minerales que 
considere, entre otros: 
 
● Definición explícita de minerales estratégicos desde el PND: se sugiere 

que el Plan Nacional de Desarrollo 2026–2030 presente una definición 
explícita y homogénea, diferenciando entre minerales críticos y 
estratégicos conforme a las prácticas internacionales, y sustentada en 
criterios técnicos de selección precisos basados en la demanda global, la 
transición energética, la seguridad nacional y el avance tecnológico 
vinculado a la inteligencia artificial y la digitalización. 
 
Además, el PND debería contemplar un listado inicial de minerales y 
clasificarlos en categorías internas (metálicos, energéticos e industriales) 
para orientar la política pública hacia un desarrollo integral, priorizando el 
cierre de brechas de información geológica para entender el potencial 
geológico y productivo del país más allá de un inventario declarativo. 
Finalmente, es indispensable prever mecanismos de coordinación 
interinstitucional y sistemas de monitoreo que aseguren la coherencia de 
la clasificación y eviten que esta se reduzca a un ejercicio meramente 
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formal, garantizando así que la política de minerales estratégicos se 
consolide como un eje estructural del desarrollo nacional. 

 
● Proyectos Nacionales Estratégicos (PNE): incorporar disposiciones 

específicas sobre Proyectos Nacionales Estratégicos (PNE), reconociendo 
aquellos que resulten fundamentales para el desarrollo económico y social 
del país. En este marco, se sugiere incluir un capítulo dedicado al desarrollo 
de minerales estratégicos, destacándolos como un sector clave para la 
competitividad y la reindustrialización nacional.  
 
Esta disposición permitiría articular una agenda interinstitucional que 
vincule al sector minero con las políticas de transición energética, de 
seguridad nacional y de desarrollo tecnológico, asegurando que los 
proyectos estratégicos no se limiten a un reconocimiento formal, sino que 
cuenten con mecanismos efectivos de promoción, coordinación y 
seguimiento. 
 

● La integración territorial: es fundamental que los proyectos mineros se 
consideren en los Planes de Ordenamiento Territorial (POT) y en los Planes 
de Ordenamiento y Manejo de Cuencas (POMCA) para disminuir los 
conflictos entre autoridades locales y nacionales. Esto es especialmente 
importante, ya que muchos POT aún no incorporan de forma clara la 
minería en sus instrumentos de planificación. 
 

● Incentivos fiscales y financieros: el régimen de regalías vigente, regulado 
por la Ley 141 de 1994 y sus modificaciones posteriores (Ley 1530 de 2012 y 
Ley 2056 de 2020), contempla tasas diferenciadas según el tipo de mineral 
y volumen de producción, pero esta diferenciación responde a criterios 
históricos y de mercado, sin atender a la nueva realidad internacional 
marcada por la transición energética y la digitalización. Por lo tanto, más 
que introducir nuevas diferenciaciones por tipo de mineral, se recomienda 
que el PND 2026–2030 impulse un régimen de incentivos a la inversión de 
gran escala, siguiendo la tendencia regional de regímenes activados por 
criterios objetivos y sectorialmente neutros (como el monto de inversión, el 
cronograma de desembolso, el horizonte de maduración del proyecto, 
entre otros). Un régimen de este tipo podría contemplar alivios tributarios 
y estabilidad normativa de largo plazo para los proyectos que superen los 
umbrales definidos. De esta manera, se asegura que la política fiscal 
extractiva sea coherente, competitiva y neutral frente a la composición 
mineral del portafolio nacional, sin que ello implique privilegiar 
sectorialmente unos minerales sobre otros.  
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Contratos de estabilidad jurídica  
 
 
Colombia busca atraer inversión en minerales estratégicos cuyos depósitos 
aún no están completamente caracterizados, en un contexto donde los 
inversionistas enfrentan tanto un alto riesgo geológico como un elevado riesgo 
regulatorio. Se recomienda que Colombia considere retomar la 
implementación de convenios, contratos o un régimen de estabilidad jurídica 
con una duración mínima de diez años.26 

Perú es un buen modelo a mirar, allí nacieron los convenios de estabilidad 
jurídica enmarcados en un contexto político-económico de un país que 
requería urgentemente atraer inversiones principalmente, para superar la 
profunda crisis económica que se vivía en esos momentos.  

Según Danós Ordóñez (2013), los contratos-ley en Perú se consolidaron como 
instrumentos constitucionales que otorgan seguridad jurídica a los 
inversionistas, blindando el marco legal vigente y permitiendo recurrir al 
arbitraje internacional en caso de controversias. La experiencia peruana 
muestra tres elementos centrales que podrían servir de referencia para 
Colombia:  

I. Estos contratos otorgan seguridad jurídica al blindar el marco legal 
vigente frente a cambios posteriores. 

II. Permiten recurrir al arbitraje internacional como mecanismo de 
resolución de controversias, lo que refuerza la confianza de los 
inversionistas. 

III. Fomentan la atracción de inversión minera de gran escala, 
especialmente en proyectos de cobre, gracias a la estabilidad tributaria 
y administrativa garantizada por períodos de 10 a 15 años.  

Adaptar estos principios a la realidad colombiana permitiría reducir la 
incertidumbre regulatoria y dar un marco de confianza a los proyectos de 
minerales estratégicos, siempre complementando la estabilidad normativa 
con cláusulas ambientales y sociales para asegurar legitimidad territorial. 

La experiencia peruana confirma la efectividad de los convenios de estabilidad 
jurídica como instrumento para atraer inversión privada. Según la Agencia de 
Promoción de la Inversión Privada (PROINVERSIÓN), entre 1993 y el primer 

 
26 La Ley 963 del 2005 contemplaba los contratos de estabilidad jurídica “con la finalidad de promover 
inversiones nuevas y de ampliar las existentes en el territorio nacional.” Sin embargo, esta ley fue 
derogada por el artículo 166 de la Ley 1607 de 2012, esta derogatoria no vino acompañada de una 
alternativa sustituta. 
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semestre de 2024 se suscribieron 1.071 convenios de estabilidad jurídica con 
inversionistas nacionales y extranjeros, que representaron compromisos de 
inversión por aproximadamente US $32.000 millones. Estos convenios han 
permitido reducir la incertidumbre regulatoria, mejorar las condiciones de 
financiamiento y dar mayor predictibilidad a proyectos de largo plazo, 
consolidando a Perú como un referente regional en la atracción de capitales 
para minería y sectores estratégicos (Actualidad Minera, 2024). 
 
La anterior estadística muestra que un régimen de estabilidad jurídica sí 
funciona en la práctica y que puede ser un factor decisivo para atraer inversión 
en minerales estratégicos, siempre que se adapte a la realidad institucional y 
social colombiana. 
 
 

Profesionalización y requisitos técnicos del 
servicio civil en instituciones relacionadas con el 

sector 
 
 
La formación de un servicio civil más profesional en los ámbitos minero y 
ambiental debería realizarse en etapas sucesivas, comenzando por un 
liderazgo inicial de la Presidencia de la República.  
 
La primera fase contempla la creación de una mesa técnica interinstitucional 
que integre a las entidades sectoriales, a la Comisión Nacional del Servicio Civil 
y a asociaciones profesionales, como la ACCGP, así como a colegios de 
ingenieros, economistas y especialistas en derecho ambiental. Este espacio 
tendrá como objetivo elaborar un diagnóstico completo de las necesidades 
técnicas del sector, identificando brechas en perfiles de titulación en minería, 
fiscalización, geología de recursos estratégicos, ingeniería ambiental, 
economía de recursos naturales y gestión regulatoria. Dicho diagnóstico será 
fundamental para definir perfiles especializados que puedan integrarse en 
esquemas de carrera administrativa 
 
La segunda fase implicaría diseñar estos esquemas de empleo de carrera con 
un enfoque en la meritocracia y la estabilidad a largo plazo, trascendiendo los 
ciclos políticos. La CNSC tendría un papel central en la definición de concursos 
y mecanismos de ingreso, mientras que las asociaciones profesionales 
colaborarían con estándares técnicos y académicos para garantizar perfiles 
adecuados para procesos técnicos. Además, sería fundamental implementar 
programas de capacitación y formación continua en conjunto con 
universidades y colegios profesionales, asegurando que los funcionarios 
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actualicen regularmente sus habilidades frente a los avances tecnológicos, 
regulatorios y científicos. 
 
Una tercera fase sería llevar a cabo una implementación piloto en áreas clave 
como la fiscalización de títulos mineros y la evaluación ambiental de proyectos 
estratégicos, con indicadores de progreso y seguimiento cada tres meses. 
Estos indicadores permitirían evaluar la disminución de rotación técnica, la 
mejora en la calidad de las decisiones y la consolidación de la memoria 
institucional. Al final, en una cuarta etapa, el esquema se expandirá 
gradualmente a otras áreas del sector, incorporando las lecciones aprendidas 
y ajustando los mecanismos de formación y evaluación. 
 
Para ejecutar esta idea, se puede recurrir a programas de asistencia técnica 
internacional. El Ministerio de Minas y Energía de Colombia ya cuenta con 
lineamientos para la oferta y demanda de cooperación en el sector minero-
energético, lo que significa que existe un marco institucional para solicitar y 
canalizar este tipo de apoyo. Dicho marco podría aprovecharse para vincular 
embajadas y agencias de cooperación de países con experiencia en la 
profesionalización del servicio civil técnico, como Chile, Canadá o Perú.  
 
Estos aliados aportarían no solo conocimiento comparado y expertos 
especializados, sino también legitimidad y recursos para implementar pilotos 
de profesionalización en áreas críticas, asegurando que el proceso se desarrolle 
con estándares internacionales y con acompañamiento externo que refuerce 
la continuidad más allá de los ciclos políticos.  
 
 

Remodelación de la arquitectura institucional 
 
 
Colombia necesita reconsiderar su estructura institucional para distinguir la 
minería energética de la minería industrial y, de esta manera, permitir la 
identificación y gestión de sus minerales estratégicos. Esta diferenciación 
fortalecerá la capacidad de planificación y promoción de dichos minerales, 
evitando la dispersión normativa y asegurando un marco regulatorio más 
eficiente. La propuesta busca reestructurar las instituciones actuales sin crear 
más burocracia, apostando por una arquitectura institucional que optimice 
recursos y funciones. 

Se sugiere crear una Gerencia Nacional para Minerales Estratégicos mediante 
una reestructuración institucional. Esta entidad estará encargada 
exclusivamente de la gestión de datos, trámites y promoción de proyectos. Sus 
funciones serán definidas por ley para garantizar la coordinación entre 
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instituciones, la transparencia y la seguridad jurídica. Esta entidad no 
reemplazará las funciones técnicas de las autoridades existentes, sino que las 
coordinará conforme a principios constitucionales de participación, protección 
ambiental y coordinación, brindando un marco regulatorio confiable para 
inversionistas, comunidades y el Estado. 

La entidad tendría tres funciones principales que consolidarían su rol: 
 
I. Gestión y centralización de datos: será responsable de recolectar, 

analizar y publicar información oficial sobre reservas, exploración y 
proyección de minerales estratégicos. Su rol será la gestión de la 
información, garantizando la transparencia y la calidad técnica, sin 
sustituir las funciones científicas del Servicio Geológico Colombiano (SGC). 
Para ello, se buscará el mecanismo jurídico más adecuado que establezca 
la obligación de interoperabilidad de datos con entidades, asegurando la 
trazabilidad y el acceso público. 

 
II. Ventanilla única de trámites: Se propone evolucionar ANNA Minería, el 

sistema digital de la Agencia Nacional de Minería creado para administrar 
el Catastro Minero Colombiano, hacia una verdadera ventanilla única 
estratégica que concentre en una sola plataforma la recepción, el 
seguimiento y la gestión documental de los proyectos mineros 
estratégicos. Esta transformación no implicaría nuevas funciones técnicas 
ni decisorias, que seguirían en manos de las autoridades ambientales y 
mineras, sino que convertiría a ANNA Minería en un coordinador 
procedimental sustentado en interoperabilidad obligatoria con entidades 
como la ANLA, las CAR, el SGC y las autoridades territoriales.  

 
Apoyada en una ley de modernización y simplificación administrativa 
(anti trámites), esta ventanilla única permitiría reducir la dispersión 
institucional, establecer plazos predecibles y asegurar trazabilidad en 
tiempo real, sin comprometer el rigor técnico ni los estándares 
ambientales consagrados en la Constitución (arts. 79 y 80). De esta 
manera, Colombia no crearía más burocracia, sino que aprovecharía y 
modernizaría su infraestructura tecnológica existente para fortalecer la 
transparencia, la seguridad jurídica y la confianza de inversionistas y 
comunidades en torno a los minerales estratégicos. 

 
III. Promoción e impulso de proyectos: se recomienda que las funciones de 

fomento, atracción de inversión y articulación interinstitucional para 
minerales estratégicos se integren en ProColombia, aprovechando su 
mandato legal y experiencia en promoción internacional. De esta manera, 
se evita duplicar burocracia y se fortalece una entidad ya consolidada en 
la atracción de inversión extranjera, que puede coordinar alianzas público-
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privadas, mesas técnicas y asesoría nacional e internacional. Ha sido un 
error histórico no vincular de manera directa la promoción de inversión en 
minería estratégica a los esfuerzos de ProColombia y sus oficinas 
internacionales, lo que ha limitado la capacidad del país de posicionarse 
globalmente en este sector. Al corregir esta omisión y delimitar con 
precisión las competencias dentro de ProColombia, se minimizan los 
riesgos de conflicto institucional y se gana la confianza de los actores 
sectoriales y territoriales, asegurando que la minería estratégica se 
incorpore de forma coherente al portafolio nacional de competitividad y 
desarrollo. 

 
Este diseño institucional se inspira en modelos internacionales: en Estados 
Unidos, donde se distingue la minería energética de la industrial, y en Chile, 
donde la separación ministerial ha facilitado un desarrollo más sólido de 
minerales como el cobre y el litio.  
 
 

Estabilización del marco regulatorio y fiscal – 
Estatuto Minero 

 
 
La volatilidad normativa, que podría desalentar la inversión en minerales 
estratégicos en Colombia y se intensifica por los frecuentes cambios 
regulatorios entre gobiernos, además de la dispersión de normas en el Código 
de Minas, planes de desarrollo y otras regulaciones, así como fallos judiciales, 
refleja la falta de un marco regulatorio y fiscal confiable. 

Por eso existe la necesidad de formular un Estatuto Minero y Fiscal para 
Minerales Estratégicos con una vocación mínima de estabilidad de diez años, 
que ojalá esté protegido contra cambios discrecionales y alineado con el marco 
constitucional, para que Colombia pueda atraer inversión en minerales 
estratégicos en un escenario de transición energética y de la digitalización de 
la economía mundial. 

Mientras que en la recomendación número dos (2) se propone un mecanismo 
contractual de estabilidad jurídica para proyectos individuales, esta 
recomendación aborda una necesidad distinta y complementaria: la creación 
de un marco normativo general predecible que disminuya de manera 
estructural el riesgo regulatorio para todos los actores del sector. 

A diferencia de los contratos de estabilidad jurídica, que ofrecen garantías 
adaptadas a cada proyecto particular mediante términos negociados 
individualmente, el Estatuto Minero y Fiscal brindaría una protección universal 
y de aplicación general que beneficia a todos los inversionistas por igual y 
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garantiza reglas claras y estables para todo el sector. Así, ambos esquemas se 
complementan: los contratos individuales responden a las necesidades y 
riesgos únicos de cada inversión, mientras que el Estatuto establece un marco 
base de certidumbre para el desarrollo del sector en su conjunto. 

Sin esta previsibilidad, el país continuará atrapado en ciclos de incertidumbre 
normativa que reducirán su competitividad regional, mientras países 
competidores comprenden la importancia de que el marco regulatorio esté a 
la altura de los tiempos. 

El Estatuto Minero y Fiscal no sustituiría al Código de Minas, sino que lo 
complementaría, recogiendo las normas posteriores y creando un marco fiscal 
y de estabilidad normativa específico para los minerales estratégicos. En tanto 
ley especial y posterior, sus disposiciones serían aplicables preferentemente a 
los minerales estratégicos que defina, sin perjuicio de las normas generales del 
Código de Minas que no le sean contrarias. 
 
La acción concreta e inmediata sería estructurar un proyecto, liderado por el 
Ministerio de Minas y Energía, con el apoyo del Departamento Nacional de 
Planeación y del Ministerio de Hacienda, para elaborar este estatuto mediante 
un proceso técnico participativo en el primer año de gobierno. 
 
Dentro del proyecto de Estatuto Minero deberá conformarse un grupo de 
trabajo especializado en participación y consulta, encargado de diseñar 
mecanismos diferenciados que garanticen la protección constitucional de los 
derechos colectivos. Este grupo velará por que la consulta previa a 
comunidades étnicas se realice conforme a la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional, y que los demás actores sociales y territoriales cuenten con 
espacios adecuados de participación.27 
 
El diseño deberá cumplir con el principio de proporcionalidad, evitando que la 
consulta se convierta en un obstáculo técnico para la política fiscal y minera, 
pero asegurando legitimidad y transparencia en el proceso. La inclusión de 
este grupo en el proyecto de ley permitirá blindar la norma frente a eventuales 
demandas de inconstitucionalidad y fortalecer la confianza de los actores 
sectoriales y territoriales. 
 
Con este diseño institucional y participativo, el proyecto de Estatuto Minero y 
Fiscal podrá ser presentado ante el Congreso en el segundo año de gobierno, 
consolidando un marco regulatorio estable y confiable que posicione a 
Colombia como un país competitivo en la gestión de minerales estratégicos. 
 

 
27 Se sugiere revisar el modelo de gestión de Chile para desarrollar su estrategia Nacional de Minerales 
Críticos. 
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Este proceso requiere, además, liderazgo político visible al más alto nivel pues 
sin una convicción institucional sostenida es imposible llevar a cabo esta 
iniciativa. Por ello se recomienda que la Presidencia de la República designe 
formalmente este proceso como una prioridad de Estado, no de gobierno, 
anclando su continuidad en la institucionalidad técnica del Departamento 
Nacional de Planeación y no exclusivamente en el Ministerio sectorial.  
 
Es el momento de construir, entre todos los actores políticos e institucionales, 
una visión país que convierta a Colombia en el referente regional de 
sostenibilidad, competitividad y gobernanza en minerales estratégicos. 
 
 

Creación de un Programa Nacional de Valor 
Agregado en Minerales Estratégicos 

 
 
En el marco de los principios constitucionales de coordinación, concurrencia y 
subsidiariedad (Constitución Política de 1991, art. 288), se recomienda la 
creación de un Programa Nacional de Valor Agregado en Minerales 
Estratégicos, liderado por el Ministerio de Minas y Energía en coordinación 
estrecha con el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, el Ministerio de 
Ciencia, Tecnología e Innovación y el Ministerio de Ambiente y Desarrollo 
Sostenible. 

Este programa debe articular la política minera con la de industrialización y la 
de transición energética, promoviendo la innovación tecnológica, la atracción 
de inversión y la economía circular. La conducción principal recaerá en el área 
encargada de la política de minerales estratégicos del Ministerio de Minas. 
MinCIT aportará la visión de diversificación productiva y competitividad, 
mientras que MinCiencias y MinAmbiente garantizarán, la primera, la 
innovación y, la segunda, la coordinación institucional ambiental y la 
sostenibilidad.  

Para asegurar una gobernanza clara y efectiva, se definen las competencias de 
cada ministerio en la implementación del Programa: 

● Ministerio de Minas y Energía: competencia decisoria sobre lineamientos 
y ejecución de la política minera y el desarrollo de proyectos estratégicos; 
lidera la coordinación general y supervisa la rendición de cuentas anual 
del programa. 

● Ministerio de Comercio, Industria y Turismo (MinCIT): competencia 
consultiva y decisoria en materia de diversificación productiva, atracción 
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de inversión y promoción de cadenas de valor; responsable de monitorear 
indicadores de competitividad e industrialización. 

● Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación (MinCiencias): 
competencia decisoria en la agenda de innovación, formación y desarrollo 
tecnológico; encargado del reporte de avances en investigación aplicada 
y transferencia tecnológica. 

● Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible y Ministerio de Interior: 
competencia decisoria en gobernanza y criterios de sostenibilidad 
ambiental; responsable de evaluar la eficiencia de los permisos 
ambientales, así como el cumplimiento ambiental. 

Estos roles estarán articulados mediante un comité interministerial 
permanente y mecanismos de rendición de cuentas ante la ciudadanía y los 
entes de control. 

El programa debe tener una arquitectura territorial liderada por un gerente 
nacional que garantice la participación activa de los departamentos y 
municipios productores: 

● Mesas regionales de minerales estratégicos: espacios de coordinación 
entre autoridades locales, comunidades, universidades y sector privado 
para definir prioridades de inversión. Estas mesas también ejecutan y 
lideran la estrategia nacional de consulta pública en las regiones 
productoras, en colaboración con el Ministerio del Interior. 

● Centros regionales de innovación y reciclaje: financiados con regalías, para 
impulsar investigación aplicada y formación técnica en las zonas 
productoras. Distribución equitativa de beneficios: asegurar que las 
regiones productoras reciban no solo compensaciones por extracción, 
sino también oportunidades de industrialización y empleo calificado. 

El Sistema General de Regalías (SGR) debe destinar una proporción específica 
de sus recursos a proyectos de valor agregado en minerales estratégicos, con 
énfasis en las regiones productoras: 

● Regalías de Ciencia, Tecnología e Innovación (CTeI) para investigación 
aplicada en procesamiento y reciclaje. 

● Regalías regionales para infraestructura productiva y proyectos de 
diversificación económica. 

● Creación de un fondo especial dentro del SGR para proyectos territoriales 
de transformación productiva, garantizando trazabilidad, transparencia y 
participación comunitaria. 
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La implementación de este programa permitirá que Colombia supere el 
enfoque extractivo y transite hacia un modelo de industrialización sostenible y 
descentralizada, capaz de generar empleo calificado en las regiones 
productoras, atraer inversión tecnológica y consolidar al país como un actor 
relevante en la cadena global de valor de los minerales estratégicos. El uso 
estratégico de las regalías asegurará que los beneficios de la explotación de 
recursos se traduzcan en innovación, competitividad y desarrollo regional 
inclusivo. 
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CONCLUSIÓN: ES EL MOMENTO DE 
ACTUAR 
 
 
Este documento demuestra que el problema del país no es la riqueza 
geológica, sino la falta de una estructura institucional, un marco regulatorio 
sólido y políticas de Estado que trasciendan los ciclos políticos, enfocándose en 
el país en lugar de en las elecciones.  

Por ello, el período 2026-2030 representa una oportunidad que no se puede 
perder. La demanda mundial de minerales estratégicos seguirá creciendo en 
las próximas décadas. Entender este contexto y posicionarse en la historia a 
tiempo será el desafío para los futuros líderes del Congreso y el Gobierno en 
ese período.  

Este momento podría marcar el fin de décadas en las que Colombia declaró 
minerales estratégicos sin contar con un marco regulatorio competitivo, con 
reglas fiscales que incentiven la inversión y con instituciones apropiadas. Esto 
ha limitado la explotación del potencial y el avance hacia la modernidad, pero 
aún estamos a tiempo de desarrollar este sector. Chile recién lanzó su 
Estrategia de Minerales Críticos en enero de 2026 (este modelo de trabajo 
merece ser revisado). 

Por eso, la capacidad de articular instituciones sólidas y un marco regulatorio 
competitivo será lo que determine si Colombia logra transformar su legado 
minero en una ventaja geopolítica y en bienestar para su población, o si 
permanece rezagada en la carrera mundial por los recursos del futuro. 

El nuevo Dorado no es una leyenda, es una oportunidad de generar riqueza 
para todos los colombianos a partir de los minerales que sostendrán la 
transición energética y tecnológica del siglo XXI. Y Colombia aún no se organiza 
para buscarlo. 
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